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Bérranquilla, septiembre 21 de 1.992

Dactor

'CARLOS ORELLANO SANCHEZ
Decano Facultad de Derecho
Uriversidad Simén Bolfivar
Ciudad.

Distinguido Doctor:

En mi condicion de director de la tesis titulada * COMENTA
R1I0S A LAS NORMAS DE ORDEN PUBLICO ', presentada por ia
egresada HINDA DEL CARMEN MAHGA MEJIA, como requisito par
cial paraioptar al titulo de Abogado, me permito presentar
concepto definitivo de los siguientes términos:

Se trata de un estudio realizado sobre las disposiciones
legales qhe en virtud del estado de sitio ha dictado el
ejecutivo para combatir las diversas formas de delincuen
cia en los Gltimos cinco afos. »

La autora hace un andlisis detailado de cada una de las
disposiciones destacando su finalidad especifica y los mo
tivos determinantes para su creacion.

Estima que no son estos los mecanismas adecuados para 4ue
el Estado enfrente las manifestaciones delictivas. Conside
ra que durante ese perfodo el Congresc entregd unas de sus
principales funciones, como es la de hacer las leyes.
Sefiala lojpeligroso que resulta para las libertades indivi
duales que el ejecutivo ejerza estas funciones legislati
vas. . :
Para ella, los problemas que se pretender solucnonar tra

vés de las regulaciones normativas tienen profundos orige -
nes econdmlcos., sociales, polltlcos y culturales, que re
quieren una respuesta o alternativa. politico-criminal.
Presta especiai interés por el grave problema del narco

trafico cuyas soluciones ]eglslatlvas han resultado a su
juicio totalmente ineficaces. = . -« ] _

Consideramos que el trabajo de |nvest|gacn6h elaborado por
la egresada reine las exigencias - tanto de forma como de
fondo para ser presentado al respectivo examen de sustenta
cidn.

i

|
Por lo tanto, doy concepto favorable.

JESUS /ALVAREZ CABRERA
1
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Nota de Aceptacién

t
Presidente del Jurado
Jurado
Jurado

Barranquilla, Septiembre de 1992
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INTRODUCCION

"A no dudarlo, la situacidn. excepcional que
hoy se vive exige una respuesta institucional
por parte del oOrgano ejecutivo encaminado a
controlar tan agobiante estado de cosas, pero
tal vez el mayor desacierto en el plano politico
sea la creencia de que basta con expedir legisla-
ciones a granel, cada vez que un hecho grave
conmueve en sus mas profundo cimientos la socie-
dad colombiana. Hasta ahora, 1la herramienta
legal se ha utilizado de manera demagdgica,
como silas soluciones  gue se requieren, como tantas
veces hemos planteado, no debieran . atacar 1los
mal@s que nas aquejan desde sus misma rai-
ces .

Para nosotros, este pensamiento del destacado jurista,
resumen el contenido y conclusiones de nuestra investi-

gacion.

Es una realidad que desde hace muchos afos, -el pais
se encuentra -atravesando una grave. crisis institucional-

y de orden publico,que se escapa de las manos del poder

jurisdiccional y dada su continuidad vy peligrosidad,

1VELAQUEZ, Fernando. Nuevo Foro Penal - Estatuto de

la Democracia. Bogota : Temis, 1988, n. 40, p.
155.



no se puede esperar a que el Legislador ordinario, 1lo
afrante pretendiendo regularla o combatirla. Es una
labor, que corresponde unica y exclusivamente -al ejecuti-
~vo, ya que toca los cimientos de la estructura econdmica,
fpcial y politica del Estado. La gravedad del conflicto,
su naturaleza, inhiben que- las demas ramas, fuera de
colaborar, enfrente con sus mecanismos ‘las diversas

posibilidadés'de solﬁcién.

Pero 1la irespuesta del 'ejecutivo- constituye un grave -
desacierté }al creer Que la expeaicién de legislaciones
a granel cada vez que un hecho grave conmueve a la naéién
constituye la solucidn: 'Y eso es lo que desafortunada-

mente estia ocurriendo en Colombia!

Algunos hechos graves perturbaron la tranguilidad pabli-
ca, se procedid a decretar el estado de sitio, en virtud
de las facultades que al Presidente otorga el Articulo

121 de la C.N.

Los hechos perturbadores que produjeron inicialmente

utilizando determinados medios de locomocidn, se dictan-

normas para regular y restringir, el uso de tales medios.
]

Se determind que una de las formas delictivas cambatidas

en los decretos es la del narcotrafico, y se ha elaborado



una montafna de disposiciones confusa sobre el particular.

Para realizar .sus actividades ilicitas, los responsables
se valieron de aviones, helicopteros, etc, habia entonces
gque dictar’ normas que restringieran la‘ utilizacidn de

tales aparatos.’

10

Se ordena el- decomiso de los mismos.,.- la destruccidn -

de 'pistas de .aterrizajes y todo -lo que. tenga relacidn

con estas acciones.

El  aumento de la delincuencia, muestra la insuficiencia
cualitativa y cuantitativa. de funcionario, se  ordena
la creacidon de numerosas plazas para jueces, a los cuales

se les lléman especializadas y de orden- publico.

Mira el Gobierno la eterna triste realidad de la justicia

y procede a.destinar fondos para -la proteccidn y--la segu-
ridad de 1los jueces, como si esa obligacidén no fuera
una conatente en tiempo de paz y de conmocidén del orden

- pablico.

Bienes y! objetos que .interesaban,:para la defensa de
la nacidon a las fuerzas militares, pero que no habian
podido 1llegar por dificultades burocraticas y arancela-

rias, son entregadas rapidamente, sin el pago de los



respectivos impuestos.

Regiones  que han venido- -demostrando - un recrudecimiento
de la violencia, se dejan a la deriva, para después
tener que recurrir, a nombrar jefes militares y declarar-

la sanos guerra.

Se suspenden con normas inconstitucionales y~ violatorias -

de las libertades y garantias individuales, disposicidnes
gue se han venido' aplicando, sin “que “tal suspensidn

_produzcé los efectoslesperédds.

Se dictan normas, se. derogan, se 'gorrigen, ée amplign
se rectifican, "se cémplementanly se crea un gran vacio
juridico que pone en peligro 1la seguridad ciudadana
al .descbhécer él ciudadano . comGn vy corriente cudles

han de ser sus derechos y cuidles las prohibiciones.

En sintesis, los males que aquejan a la nacidén no se

atacan en sus profundas raices, es decir, mediante 1la

realiZaéiéﬁ' de profundos cambids.‘en la estructura del
poder y de la. riqueza que permita mayor participacidn

de los secﬁores desposeidos de la sociedad colombiana.

11



1. DECRETOS CORRESPONDIENTES AL A%Q 1984
1.1. DECRETO 1038 DE MAYO 1 :DE.1984°.

. No obstante, que‘él trabajo de investigaciéﬁ se. . refiere
“a la hiéﬁoria de la legislacién,-péﬁal en los uUltimos
cinco -.anos, decretos ‘legislativos- en .el campo .penal
de orden .pﬁbliéo—; créemos~ que : el marco legal es él
decreto legislativo 1038 fde"MaYGwﬂ de: 1984, por medio
del‘cual se declara, turbado'el ofden publico en Eétado
de Sitio,;todo el territorio de la Répﬁblica. El men-
cionado décreto fue‘dictado en virtud de las faéqltades
que le coﬁfieren al Presidente de la Repiiblica el articu-

lo 121 de la Constitucidn Nacioenal y previo concepto

févorable.dei Consejo de Estado.

Utilizando como herramienta juridica esta diséosiciéh,
el ejecutﬁvo ha dictado los decretos ae orden pﬁblico
que han éido necesarios para tratar de .establecer un
piso de :legalidad a las acciones emprendidas contra
los grupos arﬁados que atentan contra el régimen consti-

tucional.y los grupos que estan dedicados a la actividad

'

12
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del narcotrafico.

Como referencia histodrica, social .y ‘politica valen 1los
_ ; .
considerando del decreto entre 1los cuales se pueden

destacar los siguientes:

La perturbacidn .que .algunos: grupos armados veniamlnca—fﬂ

sionando al - régimen constitucional y al . orden - p@blico ‘*

"del ‘Pais.

Que -el gobierno, en el mes de Marzo de 1984 dictd el
decreto 615 con el fin. de .conjurar la grave situacidn
de crisis originada en los departamentos de Caqugtéy

Huila, Cauca y Meta, declarando en estado de sitio dichos

departamentos.

Que . las medidas decretadas por el gobierno con base
en la legislacidn ordinaria no fueron suficiente para

recobrar la normalidad.

Numerosas' fueron - las acciones que se 1llevaron a cabo
por parte; de los grupos armados contra diversas pobla-

ciones estando vigente el Decreto 615.

Ademds, la seguridad ciudadana, la tranquilidad y la

salubridad pUblica y la economia nacional - venia siendo
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nato de Rodrigo -Lara Bonilla, después gque algunos de
los repres'entantes vinculados al narcotrafico exhibiera
pﬁblicamepte un ‘cheque por wvalor -de.un .milldn de pesos
que sﬁpues_tamente habia hecho entrega al Ministro. inmola;
'do. Este ltimo- habia presentado una pos-icién inflexi-
ble frente al narcotrdfico, fueron muchos los discursos:
y entrevistas en 1las que manifiestamente expresara su
repudio a esta’ clase de ..activ'idad. La .situacidén de
orden piublico se tornd critica por' las- permanentes -incur-
siones a;ﬁadas de 1los .grupos sediciud.éos, desde ha.ce‘. ;

mucho tiempo viene luchando contra.-el sistema.

Tal fue el impacto social que origind estos hechos que
el Presidente did via libre a 1la extradicidén a pesar
de que en forma reiterada se mostrd no partidario de

que los colombianos fueran juzgado en otro Pais. -

Sucesivamente se dictaroﬁ ' los decretos legislativos
1039, de Mayo' 14dé' 1984, 10417 del 1 de Mayo de 1984,
el 1055 de Mayo 4 de 1984, el 1057 de Mayo 4 de 1984,
el 1061 del 5 de Mayo de 1984, el deqr’eto“.l_egis.lativo
2829 de Noviembre 21 de 1984, los cuales sirvieron .para

complementar al decreto, 1038 de 1984.
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1.2. DECRETO LEGISLATIVO 1039 DE 1984

Mediante . este decreto el  Presidente "de -la Repﬁblica-
faculta a los gobernadores para ’aplicar .hedidas como
lés de reglamedtar el control del transporte terrestre
y fluvial en su:”respectiva jurisdiccidn -seccionales,
restringir vy vigilar 1la circulaciénv de .las personas
.por - Las _vias Yy 'lugares publicos,. ‘igﬁalmente:-decretar

la ley seca'y toque de‘quéda.

Dentro de ‘las fagultadeé asumida por los gobernadores
estaba la de sancdonar a los infractores de  las medidas
dictadas por ellos,fcon muLtas bara las personas ju;idia
cas y arresto para léé'persqnas naturales. La sancidn
seria impﬁesta mediante resolucidn motivada después
de oir 1los aescargos del contraventor y del examen de
las .pruebaé que éété presentara durante el interrogato-
rio celebrado en el despécho del- éobernaddr. Contra
esta decisidn ﬁhicamente podria interponerse<e1  recurso

de reposicidn.
Esta medida _tiene. como fundamento politico y social
los mismos del Decreto 1038 de 1984, y tenia como finali-

dad entre otras las siguientes:

- Obligar a los gobernadores para que dentro de .sus



ot

i

|

|

|

respectiva jurisdiccidn combatieran el transporte terres-
_ , , : ,

!

tre vy ﬁluvial de armés,_jdfogasﬁ.y otros - elementos que
contribuyeran- a la;perturba¢i6n~dei«ordén publico.

i
|
i
i
i
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_é“ Combafir la moaalidéd delictivd, de matar a una perso- -

na. utilizando motocicletas y vehiculos con vidrios pola-

rizados. En varios departamentos sSe prohibid.-la utiliza= ..

cién- de cascos queé no permitiera. identificar a los con-

ductores de motos y se. prohibid. la- circulacidn -de més
de una aerSdna en motocicletas.

i

1.3. 'DECRETO LEGISLATIVO 1041 DE 1984

En este decreto elaPresidente élevé_ea'ia' cafegofia de
contravencién .con pena déx'arrggto .inconmutabie hasta
por dn'gﬁo, el porte, uso'dé méscéfas éapuéhaé, mallas,
antifécés o éualéuier.lotréA‘eléﬁéﬁto qué sifvieré para
ocultar o dificulta:<lé verdé@é;é identiéad sin justifi-
cacidn alguna, igualﬁente se sancibnéba a quien‘cdmercia—
ra, porte o aimécepé elementos quimicos,3gasoiina, explo
sivos, iy-.otros vsimilarés,‘ gmp%eados en’ lalifabricacién
" de susﬁanciés sﬁSceptibles-deip:odu;ip“adiciéﬁﬁ

|

o fisicas. o S s

g

!
i
|
i
La sancidn serla impuesta en el primer caso .por los
‘ - _ :
alcaldes y en el segundo por los gobernadores y contra

siquicas"



la cual no procede recurso alguno.

Con estg-deqréto se” combatia. a nivel nacional y regional
la nueva modalidad delictiva llevada .a cabo por motoci-
cletas vy 'parrilleros con el rostro cubierto. . También
se iniciaba la accidn frontal para combatif.la tenencia

. o porte de sustancia con las cuales se elaboranlas drogas.
1.4. DECRETO LEGISLATIVO 1055 DE 1984

De acuerdo al contepido de este decreto se otorgaron
al Alcalde Mayor del Distrito de ~Bogoté Especial de
Bogoté,.Q a los Intendentes 'y Comisarios en los territo-
rios de-”sus fespectivas jurisdicciones las facultades

conferidas a 1los gobernadores en los decretos 1039,

18

1040 y 1041 de ~1984. Se modificd el articulo 3 del -

decreto 1039 de 1984 otorgandole facultades a los alcal-
des para conocer y fallar las contravenciones que contie-

ne el decreto.

Se quiso con este decreto, facultar :a, los alcaldes,"

a los intendentes y comisarios para qué pusideran en
practica lés medidas de orden piblico que hasta la fecha
habia implementado el ejecutivo y colocado en manos
de los gobernadores, ya que de forma se implementaban

los mecanismos de control y persecucidn de las.activida-



des delictivas que se venian fomentando.

1.5. DECRETO LEGISLATIVO 1057 -DE 1984

12

ﬁCon_base.a estgldecreto, se establecié que los delitos -

de competencia del la justicié ‘penal militar cometidos

por militares y personal civil al servicio de las fuer-

" zas armadas se juzgarian por ‘el .procedimiento de los

consejds' de guérra verbales, consagrados en libro .4,
_Titulo 6, Capitulo IL del C.P.M. (Articﬁlo 566 y siguien-

-tes).

Se éxceptﬁan 1osidélitos dé'abandono-dél puesto, deser-
cidn, y abandono ael servicio, losAcualeé serian trami-
tados vy faliados por el proéedimiento especial indica-
do en'ei_articuio 596,del-C6digO de Justicia Penal Mili-

tar.

Se quisq someter a la rigurosidad de. los procesbs verba-
les 1los deiitos»cometidos por militares y del personal
. civil al servicio de las fuerzas armadas, con el fin
de combatir la infiltracién y la corrupcidén al interior
de 1Ias ‘fue££as armaaas, .dado que el poder del narco-

dinero parecia estar afectando la institucidn militar. -

Es necesario anotar que este decreto contenia una viola-



1

cién al ‘principio rector del C.P.P., y de la misma cons-
titucidn,  en wvirtud del cual  las personas deben ser

juzgadas por el Juez natural.

.. Las reacciones contra este decreto tuvieron su materia-

20

lizacidén hasta el punto.'qde la. Corte Suprema de’fJusticiaA‘

declard inexequible el articulo _3,-fnediante sentencia
de Julio 3 de 1984.

1

1.6. DECRETO 1061 DE 1984

- Con la'expedicic'.)n de este decret;_o el Pre'sidhent‘e de 1la
Repﬁblica combate >j ui:idicaxﬁente : una- dg - las -acciones
que mé&s contribuia ‘al negocio del .narco-t:_réf-‘ico, como
era la .que se llevaba -a"cabo a través de aeronaves de
,servicic.)s privadds qdmerci_al lo"mismo de las Aembarcacio-—

nes ma'ritimas y fluviales y de vehiculos terrestres.

Con relacidon a las aeronaves de servicios privados vy

comercial, la tfipulacién‘ y el dueno, tenedor o explota- -

dor que aterrizara en aeropuerto o pista no autorizada,

por el departamento de 1la aerondutica -civil, ' que opere
! o )

en aeropuertos no. autorizados fuera de 1los horarios

esf:ablecidoé para tal fin; gque no llevare a bordo: sus

documentos, que acrediten su nacionalidad y la autoriza-

cidéni.del plan de vuelo correspondiente; la introduzca



al pais o la saque de é&l, sin cumplir 1los requisitos

~construyan : pistas . de aterrizajes sin autorizacidn

exigidos en la ley y reglamento, vuele o varie el plan
sin notificar la decisidn' a la torre de control, o demore

injustificadamente el transito entre dos o mds aeropuer-

tos especificados en el plan de vuelo, use indicativo

! ' : . o 21

[4

letras o nimeros distintos "a los que - corresponden a-

la matricula legal.

Igual responsabildiad establece el decreto. para. el duefio

1

poseedoiv'o arrendatario de predios donde existan o se-

del departamento administrétivo de 1la aeronétdcia civilj;
donde aterricén: aéronaves. sin la autorizacidn idq  la
misma entidad o sin cauéa justificada o no dé inmediato
aviso a las autoridades.civiles, militares o de policia

mas cercanas.

Con respecto a las embarcaCiOneS maritimas " o ‘flu&ial,
el comandante; capitadn, patron, .armador; o propietario
o arrendatario que no cum@liera con las . normas leéales
en lo Telacionado con zaréés o-arribos a -puertos; que
atraqﬁe} en muelles o sedfores de playas o riberas..no
autorizadas, cambie €l puerto de destino sin Justa causa
demore - el transito entre dos ppertos seria igualmente

sancionado.
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También seria respo. itable el duefio, conductor, tenedor
o arrendatario de vehiculo terrestre que transporte

mercancia de comercio ilicito o de uso prohibido.

Las sanciones impuestas van de multas, de $506G.000,00
a $10'000.000,00 a favor de lds tesoreros departamenta-
les, intendenciales, o comisarial resbectivo o del Dis-
trito.Especial'de Bogotd, convertible en arresto a razéﬁ

de $1-.000,00 por dia sin pasar de 5 afos.

Decomigo de aeronave, 'empaLCaéiénlci vehiculo utilizado
para realizarla'cancelgcién de las‘licencias.de pilota-
jes, navegacidén o conduccidén y la cancelacidén de los
permisds de operacidn dé aeropuertos, empresas explota-

doras de aeronaves,embarcacidén o vehiculo automotor.

Se asignd como funcionario competente, - para -conoce;
de estas contravenciones, a los Gobernadores, Intenden-
tes, o el BAlcade Mayor de .Bogoté pudiendo comisionar
a funcionarios de 1la Secretaria de Gobierno o de 1la
hagan sus veces a la Oficina Juridica o Divisidén Legal
de 1la respectiva Gobernacién,, Intendencia o Comisarié
o la Alcaldia Mayor de Bogotd, para que actile como fun-

cionario de instruccidn.

De esta forma el gobierno logra establecer mayor control
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a esta serie de mecanismos utilizados para el tfansporte
de la droga, armas y sustancias quimicas, siendo las
aeronaves el medio mas eficaz' para iptroducir O sacar
del pais ldé alucinbdgenos y derivados para su elabora-
cidn. Como aspecto interesante del decreto se ordena
que los medios de transporte decomisados seran colocados
en depdsito por autoridad competente, si se tratare
de aeronaves, embarcaciones o vehiculos tefrestres parti-
'culares, de matricula extranjera se pondran en tqdo
.caso a disposicidn de la justicia penal.aduanera. Cuando
no se pudiere establecer la identidad del contraventor
y en la realizacidén del hecho abandonare 1los medios

de transporte utilizados, mediante resolucidn se ordena-

ra el decomiso de los mismos en forma definitiva.
1.7. .DECRETO LEGISLATIVO 2829 DE 1984

El presente decfeto contenia la competencia’ y ' procedi-
miento para la investigacidn & fallo de 1los delitos

de secuestro extorsivo y extorsidn y conexos con éstos.

'Como marco de referencia social tiene este decreto el
aumento considerabie el nimero de secuestros y extorsio-
nes en el pais especialmente en Caquetd, Huila, Meta,
Cauca, Antioquia, Guaviare, etc. De otra parte los

1200 cargos de Jjueces especializados establecidos por
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la ley segunda :de 1984, para conocer ';os delitos de
‘e£torsi6n y . secuestros extorsivos, no habian podido
operar ‘por falta .de asignacidon presupuestal, pér esa
razon ée-'asigné esa funcidén :a jueces de instruccidn
_criminal radicado enumerados en él articulo 1 de este

decreto.

Se é;tabiecié ademas.que los cdhaenados en primera ins- -
tanéié ‘por estos: delitos, serién ‘trasladados a la isla
de . Priéiéﬁ’ Gorgona. Se adiciond el. Codigo Penal en
el sentido .de sancionar a quien con el propdsito de
'obtenef éﬁovecho econdmico actuar . como intermediario
entre los familiares ‘allegados o amigos de 1la persona
K seéuéstrada o) extorsionada, y los secueétradoreé extor-
sionisfas para efecto de logra: la entrega de ‘aquélla

o los resultados de la extorsidn.

Con la expedicidn de todos estos decretos, el Presidente
de la Republica 1logra Complementaf en forma gradﬁal
.todos los aspectos d modalidades delictivas para éuperar
la crisis con las cuales se venia afectando a la Nacidn

y a su poleétividad.

" De esta forma se comienza a destruir laboratorios para

el procesamiento del alcaloide, ? incautar armas sofis-

. . I :
ticadas, a retener aviones, algunos con matriculas fal-



sas, otros sin previo control de vuelo.

Los anteriores decretos fueron las respuestas por parte
del gobierno para combatir con respaldo legal el flagelo
del narcotréfico y las acciones terroristas por los

grupos alzados en armas.



2. DECRETOS CORRESPONDIENTES AL ANO 1986.

2.0, DECRETO LEGISLATIVO 1956 DE JUNIO 20 DE 1986

26

'El fundamento basico de .este decreto era el aprovisionar .
H .

ae.*vehiculos al . Ministerio de Defensa Nacional, a la.

Direécién ﬁééiopal de 'la Policia. Nacional o al Depértaf
mento.Administrafivo‘de.SeQu:idad."DASﬁ éon el fiﬁ'dé
‘ser utiiizadds en "actividades con el restéblecimiento
del orden pﬁblico asi, ios vehi;ulos Que-sé encontraban

- almacenados en el Fondo Rotatorio de Aduanas G en los

depbésitos autorizados por éste, o haber sido decomisados -

adﬁinistrativamente, deberian pasar a las entiaades
mencionadas hasta tanto se resolviera ia situacidén del
vehiculo por parte dei Juén Penal Aduanero, eventd‘én
el cual ée levantaria un acta referente al estado en
que se . encuentre el automotor. Si se hubiese cadsaéo

perjuicios la Nacidn responderia por ellos.
i
i

2.2. DECRETO N2 1957 DE JUNIO 20 DE 1986

T

Las bases para la expedicidon de este decreto fueron
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la.'necesidad de dotar a las Fuerzas ‘Armadas y demas
organismos de seguridad del Estado de equipos y materia-
les.para‘el funcionamiento de sus fﬁnciones."Con tal
propdsito .el Ministerio de Defensa>Nacional, la Policia
_Nacibnal, el Departamento Administrativo de Seguridad
"DAS",:los Fondos Roﬁatorios’de estos sectores suscri--
bieron contratos para la adquisicidn de - material ‘de -
guefra o reservado. Pero aebido a la creacidén  de un
nuevo gravaﬁen sobre.las importadiohes Yy bienes impérta—

dos, se: presentaron insuficientes: presupuestales que

“no- permitian despachar para el consumo los bienes adqui-

riaos, el Gobierno consideré de mayor importancia del
arbitrio fiscalAdel Estado el mantenimiento del orden
pﬁbiico Yy la-seguridad nacional efectuado por las fuerzas
armadas, por tal motivo los materiales dé'guerra.serian
despaéhaaos para el consumé,lib;e.de pago de los derechos

de aduana .y. demds gravamenes.

La razdén para justificar el despacho_era la certificacidn
expedida por el subdirectorﬂ de ejecucidn presupuestal
el Ministerio de ﬁécienda Yy Crédito'Pﬁblico, consignando,
de que gxistian las aprdpiacibnes presupuestales sufi-
ciéntes?y la constanqia de que los elementos son necesa-

rios en forma inmediata para preservar el orden piblico

y la seguridad nacional.
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Estos deéretos :decidiﬁos> analizarlos conjuntamente a
la vez qﬁe se le hace la ubicacidn politica y sécial,
por que son expedidos'paraArobustecimiénto, de los medios
para combatir' a la guerrilla y ei narcotréfico; Bl
primero hace posible que se dote de vehicﬁlos al Ministe-
.rio de Defensa Nacidnai, Policia, Das. Pues bien; el
Gobierﬁo chieqza‘a darse cuenta. Que sus enemigos han
alcanzado un éran ni&el de fuerza, en' donde ya inciusive
les podfiaﬁ superar,'porQﬁe‘contaban con miles de vehicu-

! ' . i '

los, qvioﬁes, helicéptéros, barcqs, lénchas,Aarmas sofis-

ticadds amén de los ejércitos que empezaban -a conformar,

por las sueldbs,altos que devengaban.'

Analizando todas estas ilimitaciones, expidé el decreto
1956/86, ,para utilizar todos aguellos vehiculos que
‘ ’ A
se encontraban almacenados en el Fondo Rotatorio de.
Aduanas, .o, en los depdsitos aufgrizédos, para que se
pudiera ihtenéificar la lucha'éontra_los grupos desabi-
listadores a lé democracia. Pero consciente de que
solamente con_véhiculos no se podria contrarrestar las
fuerzas epemigas y ya se habian solicitado érmamento/
material Qe guefra, se habia hecho dificil por 1la trami—
.tacién, a@icionado a esto el grévémen sobre las importa-
ciones vy bienes importados, los cuales impedian despachar

a tiempo los bienes adquiridos, con la expediciéﬁ del

decreto 1957/86, se logra obtener en forma inmediata
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todo ese material de guerra, sin gravamen y con esto
se logra reforzar a las fuerzas armadas y demds organis- '
mos de seguridad del Estado. Por esto era indispensable

-analizarlos conjuntamente:.
2.3. DECRETO N° 3664 DE DICIEMBRE 17 DE-1986

Esta disposicidén se expididé con el fin de restringir
el uso de armas de fuego tanto: de uso personal, como

las de uso privativo de las Fuerzas Armadas. -

Se suspendié la aplicacidn del articulo ‘201 del Cbédigo
Penal, gque reguléba la conducta de quien sin permiso
de autoridad competente, fabi'ique o almacene armas de

fuego o municiones.o trafique con ellas.

El Estado de Sitio y 1la perturbacién de' orden piblico
determinaron gque el legislador hiciera extensi‘va las
conductas a quienes importaran, fabricaran, transporta-
ran, almacenaran, distribuyera, venda' o suministre,.
repare o- porte- arrﬁas de fuego de defensa personal, muni-
ciones o'explosivos.

De igual .mariera se adiciond el articuio 202 del cédigo
Penal, auménténdole la pena de tres.a diez anos y esta-

bleciendo el decomiso del material correspondiente.
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Senald el decreto algunas circunstancias de agravacidn
punitiva, cuando el agente utilizaba medios motirizados,
cuando las armas provenian de hechos ilicitos y cuando -
opusiera violencia a los requerimientos de las autorida-
_des. La aplicacidén de estas agravéntes ‘daba lugar a
que el sujeto no.tenia derechés a la libertad provisio¥

nal ni a la condena de ejecucidn condicional.

Se facultd a los comandantes de brigadas, unidad tactica
base navel o aérea para suspender los salvoconductos
ordinarios otorgados para portar armas de defensa perso-

nal siempre que lo consideraran necesario.

Se pretende a través de este decreto restringir al méximo»
todas las acciones relacionadas con las armas de uso
personal y de uso privativo  de las .fueréas armadés,
ya que mediante su utilizacién se Comefieron graﬁdes
atentados contra la vida y la integridad personal.
La prohibicidn se hizo extensiva a la utilizacién de

municiones y explosivos.
2.4. DECRETO N¢ 3665 DE DICIEMBRE 17 DE 1986

Es una disposicidn gubernamental para combatir abierta-

mente el narcotréfico, rigiendo en delito, acciones
|
contravencionales cdntempladas en los 64 de la Ley 30

/
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de 1986' y las demés‘previstas en los literales b), c)
y d) del articulo 65 de la misma ley, aumentando la

pena considerablemente.

"Comienia en este decreto a darsele al problema del narco-
trafico, un tratamiento militar, facultando a las Fuerzas
Militares para inutilizar pistas de aterrizaje, y des-
truir plantaciones de méfihuana, coca y :adormidera.
Cuando 1las operaciones se realicen en .éreas rurales
y no se pueda contar con la presencia de las autoridades
.oficiaies o del'Ministerio Pablico. Igualmente.se le
facuita para - destruir insumos quimicos que se hayan
uﬁiliﬁados en el procesahiento de esﬁupefacientes.
Vale .1a pena destacar que en §irtud del articulo 5 de
este decreto, los bienes muebles.o inmuebles utilizados
en ia qomisién de delitos o contravenciones relacionadas
coﬂ estupefacientes quedan fuera del comercio y no podran
~ser negociados hasta tanto se ejecutorie el fallo judi-

cial definitivo.

Los informes rendidos por las Fuerzas Militares tienen
de conformidad con el decreto, caracter de prueba judi-

cial.
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2.5. DECRETO LEGISLATIVO N2 3667 DE DICIEMBRE 19 DE 1986

.E1l decreto 'cpntempla otra facultéd, que. €l gobierno
otorga a los Comandantes de unidades operativas bases
navales y aéreas para disponer la suépensién de 1las
licencias del personélA areoniutico maritimo, fluvial
y terrestre-y los pérmisos de Qpefacién con fundamentos
-en indiéios gfaves -que posean originados- de los orga-
-nismoé de' inteligencia sobre actividades vinculadas

al narcotrafico.

Continta en este decretq,.la.delegacién qﬁe el gobierno
paulatinamente fue haciehdo a las Fuerzas Armadas para
que -éstas asumieran el tratamiento de 1las conductas
delictivas relacionadas con las actividades del trafico

de drogas.

Es muestra ostensible de que este Ultimo fendmeno dejd
de ser un hecho punible ordinario para convertirse en
un acontecimiento que exigia un tratamiento de tipo

-

militar.

2.6. DECRETO LEGISLATIVO N2 3668 DEL 19 DE DICIEMBRE DE
1986

La creacién de este decreto fue por la multiplicidad



-de los ﬂechos delictivos, que poco a poco fue aumentando

_ | . .
1 .

el deteFioro de orden piblico, y por ende atentaban

! . . . . .
contra la. vida ciudadana y las instituciones. Se preten-
‘i ) - . . . N .

 dia ejercer un control efectivo por el éorte de armas
de fuego en todo el territorio nacional,:para lo cual
la vigencia de los salvoconductos Que‘amparen el porte
de armas de fuego, defensa personal serian de tres afios
y para Ilos Gue amparen armas de fuego autométicas sérian

de un aino contados ‘a partir de la vigencia del d=z=creto.

Se. obligaba a que las personas que tuviesen salvoconduc-
tos, por encima de estos -términos deberian.revalidarlo

"ante la-autoridad militar competente.

La serie de asesinatos cometidos por los grupos contra-
rios al ‘régimen colombiano, obliga al gobierno de frenar
‘a todas aquellas :personéé que tuvieran legalmente el
porte de armas. Para el sicario era facil poder movili-
‘zarce por cualquier sitio o lugares vy lievar consigo
un .arma, el cual aparentemente usabé para defenderse

de cualquier ataque, que se le pudiera presentar.

Ademids del comercio de armas, municiones 'y explosivos.
Hasta ese momento se hacia dificil el control de ellas,
ya que por ejemplo, supuestos pescadores compravan dina-

mitas parajutilizarla en la labor de pesca y cuyo fin
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2.8. ‘DECRETO N2 3670 DE DICIEMBRE 19 DE 1986

ia medida que se adopta en este decreto es la de @arle
qeiétidad a ‘la entrega del material de guerra o reserva-
do, agregidndole combustibles, lubricantes y grasas,
qué'pudiesen ser impértantes o neﬁésarios para los -dife-
reﬁtes_-organismos encargados de la defensa nacibnal,
incluyendq el Hospitai Militar Central y guien estuviere .
contratando haéta. ese mqmento,-.se le despacharén en .
.fofma iﬁmediata, libre del pagq de los defechbs de adua-

B ”~
nas y los demas gravamenes.

Para él- gobierno era pre'ocupanté gue sus instrumeﬁi:os.
eﬁpleados para la lucha de los grupos armados, fueran
insuficientes para éoﬁtrarrestar toda esa serie de actos
tendientes a la desestabilizacidén del pais y por esto
acude a lé expedicidén de este deéreto; para que esos
elementos fueran entregados éd forma.inmediata, ya qgue

las Fuerzas Militares los requeria con urgencia.

2.9. DECRETO N¢ 3671 DE DICIEMBRE DE 1986

El Presidente de la Republica al darle vida a este decre-
to, coniia plenamente que estas disposiciones surtan

el eifecto esperado, tal, como la competencia y procedi-




miento en: materia de narcotrafico.

Establecé la competencia para conocer y juzgar los deli-
tos dé narcotrificos Yy sus anexos, los Comandantes de
,Brigada, Fuerza Naval, Base Aérea "Germén.olano" y Coman-
do Unificado del Sur. Advierte ademés{ila competencia
adscrité a la jﬁsticia penal milita;, el cual se suscribe
a las semillas,iplantas y drégas. "Enh lo gque respecta

a las semillas, conoceran unicamente de los procesos

que deban iniciarse por la incautacién de dos kilos

o més.

En 1lo felacionado a las plahtas, dicﬁa competenéia_se
limita;é a los pfocésés.que deban iniciarse por la incau-
tacién_dé mil plantas o mds. Igualmente .establece lo
¥eferenté-a las modalidades de la drogé, la competencia
se ciréuﬁscribe’a‘los procesos que deben iniciarse por
la incautqcién de 1.000 g o més. Sin dejar por fuera
los delitos cbnexos. Por otra parte confirma que no
tendrdn derecho a la libertad provisional ni a coﬁdena

de ejecucidn condicional.

También permite que los jueces de instruccidén criminal
puedan instruir los procesos contra particulares por
los delitos mencionados y donde los directores secciona-

les de instruccidén comisionan a los Jueces de Instruccidn

36



37

Criminal, previa solicitud de 1los Comandantes de las

Brigadas, Fuerza Naval, etc.

También explica que la deténcidén y la captura, Se regiran
por las normas del C.P.M., y asigna jurisdiccidn y compe-
tencia con relacidn a particulares un Comandante Unifica-

do del Sur.
2.10. DECRETO N2 3673 DE DICIEMBRE 19 DE 1986

La ola de homiéidios, actos terroristas y atentados
en general contra la sequridad y la tranquilidad pablica
crearon en el pais la sehsacién de una absoluta despro-
teccidn paré los ciudadanos. Pareciera qﬁe la convic-
cidn generalizada era la de que, las autoridades en
ningin momento podian cumplir con el mandato constitucio-
nal de garahtizar la vida honra y bienes. . Se creod,
una situacién de total desproteccidn - origiandose al
mismo tiempo una colaboracidn t&cita que la ciudadania
prestaba a los delincuentes especialmente los vinculados
ai"narcotréfico por el temor de las reacciones de estos
Gltimos. 'De esta manera se establecid en Colombia un
nuevo elemento éeneradar.de impunidad por lo cual el
gobiérno debid recurrir al viejo sistema utilizado ‘por
la justicia ;Norteamericana de otorgar dadivas, dinero,

a las personas Jgue de cualquier manera contribuyera



a la localizacidén, captura, y sancidn de guienes estaban
vinculados de una u otra forma a las actividades delic-

tivas.

Es en la época moderna la institucidn "del busca recom-
pensa”, que muchas ‘veces <riﬁe con lost principios de
la dignidad Yy solidariaad humana. El1 Estado debe pagar
a los sﬁbditos.pafa due‘los sibditos, le colaboren en

-~ el mantenimiento de la seguridad géneral;

Todo éstp se -despreﬂde por- ejemplo iaé. la récompensa iy
monetaria que el decreto en su aréiqulo 12, ofrece a
qﬁien suministre la'autoridaa informe que péfmitan hacer
efectivo, elngumﬁlimiento de orden a captura, dictaaa
por la comisidén de delitoé, cometidos en el Territorio
Nacional o fuggé de él.

El mismo‘ofrecimiento para que suministrara informacidn
correspondiendo al Director General_ de Instruccidn..
ACrimihal los casos en los cuales se conoce la recompensa
y su cuantia. Las .ofertas de recompensas podian ser

hechas publicas lo mismo que el monto de ellas.

Como contraprestacién ademids el Gobierno Nacional -se
compromete a tomar medidas especiales para proteger

a los informantes.




39

Las fecémpensas podian ser pégadés dentro o fuera del
pais. Los mencionados beneficios econdmicos hacen parte
del presﬁpuesto dei "Das", siendo el ordeﬁador, el direc-
tdr de la misma entidad bajo el control fiséal del Con-
-.tralor General de. la Repiblica. Ofrece el decreto una
di_sminuc':ic'm de la pena para el condenado, que fuera
para- loé_ casos de fl.agrancia, confesare.el hecho.durante.
su-primefa §ersi6nWo cuénao de ella se derive la conaena
de otr'o'; respon;éblé Vo' éuando permita la ejecucién de
orden dé Caétﬁra. Es en sihteéis la entrega de éanbnéias
_por parté del Estadjq para- que: la ciudadania ,colab_ofe -

" a combatir la impunidad.
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3. DECRETQS CORRESPONDIENTES AL A.ﬁo. 1987
3. DECRETO 0666 -DE ABRIL 13 DE 1987

Debido 1al"recruaeéimiento de. los hechos- pérturbadorés
de orden publico por par#e dé los grupos arhados; que
'1hanAcréado el caos, marcanao un sendero devsangre,fdeso—
lacién; secuestros, boletéos,_ extorsion, asaltos abigea .
tdé, terroriémoﬁ por = parte de los grupos éubversiyos
Yy paramilitare; y delincuencia comﬁn, cbmplementandd
esta serie de .atrocidadeé a la deficiente preéengia'
de los instrumentos idétitucionaies a través de los
cﬁéles el Estado pueda'desarfollar eficazmente sus fines
de garantizar 1la vida, honra §r.bienes'ae los ciudadanos
y .de la preétacién'de'los ser&icioé publicos que crean
las condiciones minimas que aseguren niveles adecuados

de calidad para la vida humana.

La zona de Urab3 se convirtid en una regidn de conflicto
en cuyo vértice se mueven muchos intereses y basatantes

enfrentamientos.
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El abanico se extiende desde los desacuerdos politicos
hasta las acciones armadas, pasando por las desigualda -
des sociales y un clima de violencia que dia a dia se

recrudece.

La prestacion deficiente de 1los servicios publicos,

- a pesar de haberse creado en 1968 CORPOURABA, mediante -

la ley:'65 de T968, y cuya zona geografica comprende>

" los. territorios de ‘los municipios de Arboletes, turbo,

" Necoli, Apartadd, Chogorondd, Mutati, Murindd, Vigia,

dei Fuenﬁe, San Juan de Ufabé, San Pedro,fUrumiEa, Dabei-
ba y frontino en el departamentb de Antioquié; Acandi?
Unguia y Rio Sucio en el departamento de éhocé y las
Cérdobas, Valencia,»Tierralta y -Canalete enAel departa;

mento de Cordoba.

A .Corpouraba, a través de este decreto 0666/87; se le
garantiza un programa ae rehabilitacion econdmica y
social, en donde ademids se podrin emitir bonos de deuda
pﬁbiica interna, en la cuantia vy condidiones financieras
que estéblezcan la Junta Monetaria para el efecto.
Iguélﬁente Corpoﬁrabé podra -realizar convenios con la
Céfpo%acién' Nacional para  el "desarrollo del Chocd y
con la Corporacibén Autdnoma’ de los Valles de Simi y
dél-San Jorge, con el fin de ejecutar programas de reha-

bilitacidn econdmico y social.
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. También el decreto contempla el requisito que los muni-
cipios comprendidos dentro de esta.zona geogréficé de
Uraba podran asociarse 'éara - la éjecqcién "de obras vy
la prestacidon de servicios. gﬁblicos .fundamentales para

el cumplimiento de los programas ya'descfitos.‘

- La financiacidn ‘para los convenios se hardn mediante
los fdhdos provénieﬁtes. del fondo de régulacién del
precio del banano de-Urabé,_con loé aportes -especiales
que se destinén, en el presupuesto Nacional y‘ con los
recursos del crédito internovy.exterﬁo y gozara de esti-
mulos e incentivos consagrados en el decreto 3448 de

1983.

Esta zona afectada requeria también-de un fortalecimien-
to de la administracidn de justicia, creédndose un juzgado
penal supefior, con sede en Turbo. Ademids uﬁ juzgado
laboral del circuito- con éédé en Apartadd el cual tendran
competencia en los municipios de Apartadd, Carepé, Chigo-
rodo y Mutatd, el de Turbo, tendra competencia en los
municipios‘de'Turbo, Necocli, San pedro, dénUrabé, Arbo—

letes, y San Juan de Uraba.

Establece igualmente un Juzgado de menores en Turbo.

|

En otros de los articulos del Decreto 0666/87, contempla



el mejoramiento de los servicios publicos de notariado

y registro.

Es evidente que 1la compania bananera Jjuega .un papel-
importante en todo este c;onflicto,' se pudo senalar que.
sus trabajadores formaban parte de 1la guerrilla y se
hizo necesario la carnetizacidn para establecer un mayor
control con.loé trapajadorés. De otra parte $e'fustig6
duramente al .sindicato, en dondel se dijo que dentro

de ellos habla infiltracidn de -la guerrilla.

éin duda, que esta zona llena de violencia 'y terror
requeria de la intgrveﬁcién por-pafté dél gobierno para
que- pudiera frenaf. tanto secuestro, los cuales eran
reivin&icadés a la ?aicr E.P.L., E.L;N., paramilitares.
Ese momehto yva camenzaban a desaparecer los campeéinos,
algunos de Ehos cuales fueron masacraaos por frente gue-
rrillero Ricardo Franco y en esta lucha desigual 1la
peor parte el campesinado, ya que recibian ataques,
de la guerrilla, pafamilitares, Narcotraficantes, vy
por supuesto de los militares quienes sindicaban de

informantes de:la gderrilla.

Ante esta desproteccidén algunos ganaderos comenzaban
2 huir de sus hatos, campesinos dejaban abandonadas

las parcelas, mientras 1los feroces grupos arrasaban
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con los campos, viviendas, y en fin todo lo que encon-

traron a su paso.

Los continuos ataques sorpresivos a los campamentos
militares, ahondaban la crisis en toda la regidon y emer-

gian estos grupos armados como indestructibles.

Esta zona de desastre se hacia inexpugnable por la con-
formacidon geografica, en donde- los delincuentes actuaban
con teda la facilidad por el aliado natural como es

la ‘serrania y el éspeso bosque.
3.2. DECRETO 0667 DE ABRIL 13 DE 1987

El accuai 'decreto se expide, para reglamentér la ley
. 65 de ‘1968, en lo relacionado con la corporacidn Regional
de Desarrollo de Urabi y el fondo de Regulacidon del

precio del banano.

Podemos seﬁalar' que dictadas las normas regulaaqras
de la corporacién de Uraba vy en donde el fondo de Regula-
'ciéh de precios del banano desempena un papel importan-
te en el financiamiento de la inversidn social en la
zona de Urabi, razonés que lelpefmite dictar. las dispo-

siciones para ponerlo en funcionamiento.
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Por medio de este decreto establece 1la jurisdiccidn
y el domicilio, igualmente sefiala en forma expresa quié-
nes deben conformar la Junta Directiva y los estatutos

que deben regir.

Quizd estd de mas decir que el gobierno a partir de
ese momento quiere en cierta forma lograr un equilibrio
esa zona en donde se podia afirmar que imperaba la -

ley dei monte--.

Los mecanismos que emprende. le llevaban a -solucionar
la gran crisis que sufre la regidén y que por supuesto

afectaba la economia del pais.

' 3.3. DECRETO 735 DE ABRIL 23 DE 1987

El fin primdrdial de -este Decreto es establecer una
mejor remuneracidon de los cargos que implique mas riesgo
dentro de la rama jurisdiccional y del Ministerio pabli-

Co.

Era Jjusto reconocerle a todos esos funcionarios que
impartian justicia un mejor status salarial.  Mediante
este ‘decreto los jueces especializados, y todos aquéllos
que conocieran los delitos relacionados con el.narcotré—

fico, fabricacidn y trafico de armas de uso privativo
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de las fuerzas militares iban a gozar del mismo privile-

gio salarial de 1los nmgistrados‘del tribunal sﬁperior
del distrito judicial.

Con est& ei gobierno buscaba incentivar a los funciona-
rios para el desempeﬁo_‘correcto.(ha sus actuacioneé en .
‘donde ellos no sllo exponian sus vidas,.sino la de su
familia.

(
I
i

. i :
Los grupos armados habian comenzado su ataque  contra
todo aquél que se interpusiera en el camino y los juéces
con sus investigaciones y actuaciones se convertirian

en blancos de estos grupos.

Se requeria que estos jueces y fiscales se les ofreciera
un’ mejor trato econdmico, . lo cual pudiera compensar

"1a arriesgada tarea de impartir justicia.

:3.4. DECRETO 0750 DE ABRIL 25 DE 1987

i
|

~ Por el;cual se dictan medidas para combatir graves deli-
|' - ° - .

tos coﬂtra la vida y la integridad personal.

La decisién que tomd el. gobierno para la expedicidn
de este decreto, tuvo como fundamento los hechos crimina-

les que causaban grandes traumatismos sociales y ademas
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buscaban éener gran impacto.en_la colectividad. Se pagabé
cantidades de dinero para cbmeter determinado crimen,
pero éste debia. tener gran repercusidén en todos los
asociadosL

El gobierno reacciona .y dicta decretos a medida: que

se asesinaran a distinguidos hombres publicos, no se

podia opinar ni hablar de extradicidén porgque ésto lleva- .

ba el sello de la muerte. Lo méas desconcertante.‘de
' ésto, era que los crimenes guedaban en la absoluta impu-
: hidadvy esto- parecia que se fortalecieran las activida--

des delictivas.

Con este mecanismo, set pretende solucionar la parte
investigativa, para poder hallar responsables, tanto

materialb como intelectual.
3.5. DECRETO 1196 DE JUNIO 30 DE 1987

Este decreto, se expidid con el fin de mantenerlen~vigor
el decretq 1057 de Mayd'4 de 1984, ya que, para el mes
de ‘Junio de 1387, ‘subsustian ‘las circunstancias que
nwtivarén su expidicidén, ademds la expedicidn dei Nuevo
Cédigo ae Procedimiento Penal -Decreto-Ley 50 de 1987-

constituia legislacidn permanente y regulaba integralmen-

.te la materia, por esa razon el ejecutivo nacional rati-
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ficd el decreto 1057 de Mayo 4 de 1984.
3.6. DECRETO 1197 DE JUNIO 30 DE 1987

vFueJ.:on fundamentos para la expedicion de este decreto
el hecho de que por decreto 2829, de Noviembre de 1984
se- lev asigno la competehci.a para investigar y fallar
exclusivamente los delitos de: secuestro extorsivo vy
extorsic’)n'_ y los conexds con ellos a 30 jueces de instruc-
Ci(’)h criminal sindicados en algunos distritos judiciales

del pais.

La ley segunda autorizd la creacidn de jueces especia-
lizados, los cuales fueron designados con los decretos
1806 de 1985 y 466 de 1987. Los asuntos sometidos a
cargo de algnos juzgadds no. eran suficientes para que
continuaran como especializado, por tal razdn se proce-
dié a suspender la competencia exclusiva para investigar
delitos de secuestros extorsivos y extorsion a los juzga-
dos contemplados en ei articulo 1 del mencionado decre-
to y los procesos de los cuales estaba conociendo los -
juzgados, se ordend ser entregados a los juzgados penales

del circuito respectivo.
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3.7. DECRETO 1198, DEL MES DE JUNIO, DIA 30 DE 1987

- con la expedicidén del Nuevo cédigo de Procedimiento

penal, - era necesario que el ejecutivo ratificara el
X ’ : . o |

decreto I3665 de 1986, el cual dictan medidas sobre el

control de estupefacientes.

‘La situaciéﬁ..era preocupante porqué éug continuaba per-
'turbando;el ofden pﬁblico Yy eﬁa necesario que las- normas -
citadas ‘en el decreto .meﬂcionado; éontinﬁaran ‘vigente,.
~§a que el decreto que iba a regir rggularia'integralmen—

te la materia.

Por consiguiente el .decreto se seguiria aplicando, porque
en él se -desarrcllabam tod&os los procedimientos para

atacér éste ééncer como es el trafico de estupefacientes.x
3.8. DECRETO 1199 DEL 30 DE JUNIO DE 1987

El ejecutivo.quiere'ser cuidadoso al entrar en vigencia
el Nuevoe Cbdigo de Procedimiento Penal y ratifica el

decreto 3673 de 1986, mediante el Decreto 1199 de 1987.

Era importante para el gobierno tener vigente estée :

decreto que servia como instrumento para combatir la

impunidad mediante recompensas o dadivas a toda aquella
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persona dque suministrara informacidn }r prﬁebas eficaces
que fundamente la responsabllldad penal o permitan ha
cerla exten51va a otras personas. Lbégicamente que el
gobierno le garantizaria el seéreto por todas las infor-
ma01ones que pudiera tener hasta el puntd_que le facili-

taria los medios para que ja vi. no corriera riesgo.

La ratificacién del aecreto 3673 de 1986; mediante el

decreto 1199 de 1987 conllevan a una “serie de rﬂedldas

adoptadas para combatlr el problema. del narcotraflco

y sus delitos conexos.

3791 DECRETO 1202 DEL 30 DE JUNIO DE 1987

Como ya se habian creado 1los iuzgados especializados,
los cuales conocian de los delitos de ‘secuestro extorsi-
vo Y extorsién/ era necesario que algunos juzgados de
instruccién - siguieran " conociendo exclu51vamente de 1los
delitos ya descritos y en ciudades como: Cuguta, Ibague,
Neiva, Popayan, "Tunja Yy Valiedupar y ademas también
conocérA~de las conductas previstas en los articulos
32, 33, 34 y '35 de las Ley 30 de 1986, y el articulo
202 del cédigo Penal. También se refieré a los fiscales,

los cuales seguirén ejerciendo de la misma forma-.- que

si estuvieran awte los juzgados especializados.

f
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A -pesar de ser de instruccién criminal y conocer de
los delitos ya sefialados, ellos tendrian la misma remu-

. s 2 . * . .
neracion de los jueces especializados.
!

3.10. DECRETO 1203 DEL 30 DE JUNIO DE 1987

Son fﬁhdamentos de este decreto, la ratificaciéﬁ que
se hace ‘del decreto 468 del 11 de Marzo de. 1987,; el
Cual' fue sometido al control automidtico de constituf
cionalidadﬁ por parte de 1a. Corte Suprema de Justicia, -
éncoptrénéose ajustados a - la Constituci6ﬁ~ Nacional,
. se creyd. Que con la entréda en vigenqia déll-decreto
ley.OQO deA1§87,4y por édnstituif éste una legislapiéd
permanente- del' decreto arriba mendibﬁado, no podria
aplicafse pero'debido a que aiin subsistia las circuns;
tancias que motivaron su expedicién se decretd que mien-
tras subsista el estado de sitio, los delitos previstos -
en los articulos 32, 33, 34 y 35 de la ley 30 de 1986
y conexos, seran de competencié de los jueces- especiali-
zados a que se refieren los decretos 1806 de ‘1985 vy
466 de' 1987.

Esta competencia podria ejercerse sin perjuicios de

la competencia asignada por la ley 22 de 1984.

También quedaban la infracciones a la ley 30 de 1986
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3.12. -DECRETO 1230 DE JULIO 2 DE 1987

~En viﬁtud de las facultades que le - otorga los_articulos
70 y 71 de la ley 22 de 1984, el gobierno autoriza la
designacidn de 40 jueces de jinstruccién criminal, para
que desempeﬁen esas funciones en los circuitosipenales,

en donde no haya Juez de Instruccidn criminal radicado.

Igualmentém.con las necesidades de- inVestigacién que
impcne el nuevo Cddigo de frocedimiento Penal, a>’los'
Ju;ces de. Iﬁstruccién:'Criminal y mediante el> érticﬁlo
70 de la ley 22 de:f1984, se autoriza la désignacién

de 60 jueces de instruccidn criminal.

5ignificaba'1a creacién de esta nueva plaza de jueces,
para 1ia ~ef¢ctiva lucha >contra la delincuencia. Por
supuesto que en materia criminal hay prioridad por la
dificil situaqién qﬁe enfrentaba el pais, por esto los
procesos benales se les darian mas celeridad, se trataria
de 'evitar la alta impunidad que ‘'venia reinando y se
estableceria un mecanismo que le_hiciera frente a toda
esa .clase delictuosa} en la gque se desprotegia a los
asociaaos por falta ae mayor investigacién, por conges-
tionamientos en los\despachos, y toda esa serie de alia-

dos que tenian los delincuentes.

[
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3.13. DECRETO 1630 DEL 27 DE AGOSTO DE 1987

A pesar ‘' de que ‘el éobierno a través de 1los Qecfetos‘
anteriormente referenciados. habia creado e implementado
el nﬁme:o de juéces, éste ho era suficiente para afron-
tar los hecﬁos delictuosos qométidos en el pais; especial

mente éi tenemos en cuenta, que‘los fenomenos de altera-
cion de orden pﬁblico se. -habrian concentrado en forma
alarmante en determinadaé regiones del territorio nacio-
nal, motivo bor el cuai'sé'ordena que la direccidn nacio-.
nal de ~in§trucci6n 'criminél, cbmisiohe a los jueces
de instrucCiSn ambulante a'cualQuier Municipio,'de dis-
trito judicial diferente; el>de su sede cuando los ﬁené—
menos delictivos‘ lo justifiquen, quedando lés. jueces
comisionados bajd la jurisdiccidn del Tribunal Superior

del Distrito Judicial,; al cual hayan sido asignado.
3.14. DECRETO 1631 DEL 27 DE AGOSTO DE 1987

Mediante' eéte decreﬁo, se crean los Jjuzgados de orden
pablico en rébén del aumento de los hechos criminales
que aéravan la situacidén generalizada de violencia y
que.iﬂpide el ‘ejercicio de los derechos civiles y garan-
tias sociales Aconsagfadas en la Constitucidn Nacional
especialmente el derecho a la vida, la libertad de ex-

presion y los derechos politicos.
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En -difer-entes partes del territorio nacional surgieron
‘organizaciones paramilitares, que mediante un . proceso
de seléclcién acababan con 1la vida y atentaban contra
la integridad personal, el ejercicio de 1las libertades
-constitucionales y 1los derechos polii;.icos, de qguienes
democraticamente expresaban sus idefas algunas ﬁo éoinci—
dian, coh la forma de-gobierno, caracterizada en el
péis pero que de todas ‘for_;maAs'cor;'stituian y constituyen
el ejerc‘;icio‘ de. los dérechos éonstifucionales Yy ~1egales
se- dirj.ge el .decreto, a sancionar. al ‘responsable de
algunos de 1los hechos punibles previistos‘ en el C6digo
~ Penal cuando su accidn aparezca encaminada a perseguir
o intimidar a cualquiera de 1los habitantes del terri_to—
rio nacional, por sus creencias u opiniones politicas '’

partidistas o no.

-'Lo mismo, cuando la conducta se realiza de mane’ré indi-
recta por ejemplq contra los parientes hasta el cuarto
grado de consanguiniaad, segundo de afinidad, o primero
civil de la persona -que se prveter-xde. intimidar', O perse-
‘guir por razdn de sus creencias u opi'n'ion'es pb‘liticas.
Cabe déstacar que el decreto éstablece ‘una presuncidn
en el sentido de que,. gquien realice conducta ‘punible
contra cualquiera de las personas ' enunciadas en los

numerales 1, 2 y 4, del articulo 102, y segundo y t'r‘ S




del értfculo 151 de 1la Consfitucién Nacional, al igual
que ios. funcioqarios elegidos para las corporaciones
pﬁblica;, los funcionarios diplomaticos, consulares,
obispos 'y arzobispos, magiétrados Yy - Jueces de la Repli-
- blica, él Registrador Naciénal del Estado Civil, 1los
Intendentes vy Comisarios, los Alcaldes Municipaléé;'
lqs miembros de los cuefpos colegiados o contra la perso-
na de un candidato, politico, civico, militar o.uh perio-
dista, }se 'coﬂside:a gue ha actuado para peréeguirlo
o intiﬁidéflo por éus créenciaé. u opiniones politicas

y parﬁidisﬁas.

El Decreté 90 cargos de orden piiblico, gque seran desig-
nados por 1los Tribuﬁalés' Superiores del Disfrito Judi-
cial, 1los cuales serén bcompetehtes, Apara invéstigar
y fallés  las .conductés mencionadas con jurisdiccién'
en el Eerritorio de.'su ‘respectivo distrito, pudiendo
ser comisionado por el Director Nacional de InStrucéién
Criminal en 'casos- éxcepcionales y por mofivo de >orden
publico para instruir procesos en municipios del distri-
to judicial al de su sede. Igualmente se crean 30 cargos
de .figcales, .que seran provistos por la Procuraduria

|
de la Nacion.

Los delitos investigados se fallaran de acuerdo al proce-

dimiento senalado en el articulo 13, y siguiente de
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la ley segqunda de 1984.

Disminuye la pena para el autor cdmplice o-auxiliador
siempre que colabore -eficazmente con 1las autoridades

.al total esclarecimiento de los hechos.

Se fijaluna recompenéa hasta el equiVaiénté delZSQ.sala—
rios minimos méﬁsuales,‘exento de fédo.impuesto en el
respectivo afio gravable, que,'suministre informacidn
que pér@ita laf captﬁra de gquien hubiere intervenido
en la perpetracién de cualquiera de los delitos perpe-

trados.

Como aqtecedentés politico social, en este decreto reéor;
damos gque . los atehtados criminales gque eran victimas
los candidatos.a ias diferentes_corpbfaciones publicas,
se‘haéia necesario usar. la hérramiéntas juridicas. para
castigar a los responsables de todés estas: atrocidadés,
para que mediante estos actos se abstﬁVie;é de continuar
en sus actividades. proselitistas. Igualmente se buséaba
amil&har a lds'periodistaé para que cesaran-sus editoria-
les, cé;umnés, escritos, opiniones,,’etcL' Tenemos como
referehéiaﬂ a los asesinatos . cbmetidbs' a los miembros
de la U.P., los cuales mantenian ideas izquierdistas

y todos aquellos atentados contra El1 Espectador, su

director Guillermo Cano, igualmente a quienes investiga-
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ban toaos esfos delitos.

"Todas . estas acciones por parte de .los grupos armados,

1

sean narcotraficantes, : paramilitares gue' intentaban

" intimidar mediante sus actos delictivos, fue la razdn

de la expedicidn de este decreto.

3.1S.A DECRETO 1722 DEL 4 DE SEPTIEMBRE DE 1987

~Para ;lograr el ,réstablecimientoi'de orden publico, el

ejecutivo dicta este decreto, el. cual viene siendo 1la

ratificaciéq del decreto 3677 de 1986, el cual la Corte

Suprema de Justicia, lo encontrd ajustado a los términos

de la Constitucidén Nacional y cabe destacar que la Ley
75 de, 1986, se constituye legislacidn permanente y regula

la materia.

Se hace imperioso que estas normas permanezcan en vigen-

~cia, ya que ain subsiste las circunstancias que motivaron

la expedicidon, el Presidente decreta el 1722 de 1987

'pa:a que'el Ministerio de DefenségNacional,'la Policia

Naciénal, el Das, los Fondos Rotatorios adscritos a
estos organismos y el Hospital Militar Central se le.
facilite los elementos, tales como, combustibles, lubri-
cantes, y grasasy no se sometan a un tramite dispensio-

!
so por la pérdida de tiempo y ademds no exista otras



disposiciones que no le permitan el uso en forma inmedia-

ta por los gravamenes y los derechos de aduana.

La. posicidén del ejecutivo es clara, y no deberian exis-
tir obstdculos que impidaq el fortalecimiento de 1los
organismos de la Nacidén, mas cuando, se tiene la idea
clara“que los grupos armados poseen todo lo gque reqﬁie—
ran sin importar a qué precio. Lé verdad que-reéultaria
lahenﬁable que los elementos accionados por estos com-

bustibles-no se pudieran desplazar por falta de ellos.
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4. DECRETOS CORRESPONDIENTES AL ANO 1988

4.1. DECRETO. 0180. DE ENERO 27 DE 1988 -

' Nadie duda .c-;u'e la situaCiéri de orden ?Gbiico- se ha. agudi_—

zado; de: manera preocupante -en los ultlmos meses, vha -

- obligado. al ejecutlvo a tomar . medldas: extremas ga_ra

tfi:atar ae, frenar las dif_ic_ulta‘des"que. en'-_esta ‘materia

se le presentan.

Es Vel<':. ‘aso del denqminado Estatuto antitefrorista'_, Yy
demas: -normas . cdmplémentarias qué se puede éonsi’derar
un estatuto penal referido al orden piblico, ‘regulador

de las conductas terroristas, Estatuto expedido en virtud

-de las facultades que el articﬁlo- 121. otorga el Presiden-

te de la Repiblica como: .

'Recursos extraordinarios de orden const1tuc1o—~
- nal 'que  pretende. la tutela del- orden: JurldlCO
-v1gente en.’ tiempos: de- perturbac1on, ‘con. miras.
- restaurar y garantizar el’orden pub11c0 inter-". -
“no  y- la. seguridad  de- la Nacidn,. como . se  ha
dicho, <consiste en. posibilidad de suspender
en caso de turbacidén del, orden piblico mate-
rial, declarada con las formalidades constitu-
cionales, 1la- vigencia 'de ciertos derechos vy
garantias individuales y colectivas, o de res-
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trjlnglr‘ su ejercicio.
.

' No obstante, ‘las finalidades que el decreto persigue,
_es necesario hacerle entre otras las siguientes anota-

ciones:

- El Estatuto contlene tres capltulos, los cuales‘ se:
._refleren a los blenes jurldlcos de la - segurldad Yy la~“-
tranqullldad publlca, la_- ll‘berta'd individual Y el. pﬂatrvl-;a. '

-monio economlco , Y. atentados .contra "los- funci'onariOS'

publlcos. Cuando deblo hablarse de dellto contra la

) v1da y la 1ntegrldad personal d elos func1onarlos publl—"':":'

COos.

- — La descripéién.__ambi.gua, abstracta y sin sentiao viola-
.ciones del principio de tipiqidad en 'su: éspecto de Deter-
. minacidn. La ley penal definird el hecho punible de-

manera inequivoca, reza el articulo 3 del Cdédigo.Penal.

Empero‘ numerosas son .las situaciones contempladas en
los tlpOS penales del decreto que conflrman esta apre- )
01ac1on 4-art1culos 1 4,21, 29 25,26, 27 Y otros-

- Se ,regresa"al antiguo derecho penal de autor, - que

p. 213.
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~ Regula; de manera irregular la figura de la participa-
- .’ , ) ‘ ’ ) i ‘ i ”
cion criminal y crea novedosas formas de terminacion
de'la'acéién penal, que modifica parcialmente el.articu-
lo 76 del’Cédigo Penal.
- ! N |
- Introduce la militarizacién en. el proceso penal al
disponer cudles son las funciones de la policia y cudles -
han de ser »]..asf del Juez co‘.l.o-cando a este, dltimo como
mero espectador, .que debe esperar a que las diligencia

innvestigqtivaslle-sean a;iegadas posteriormente.

- Colocé en antedicho el érincipio aeJ; debido 'érocéso
al eliminar la etabé_del juicio, por reducir la invesﬁi—
.gacidn a.30'dids q&a;ée pueﬁtan‘désde la-dénuncia‘que
'puede.pr%sentarsetanté el cﬁeféo técnico de-la‘pblicia
o ;nte_e; Juei,‘pof permifi£ que»lpsfteteﬁidos permanez- .
caﬁ én ﬁanos,del policié“judiéial.haéta por ciﬁco diés~
después ae la captura, prohipe la excarcélacién'y recor-
té igualmente el aerecho a la défenSa.' |

- Se'cgnsideré ineficaz;“ya gue en nada ha contribuido
en la ﬁolucién de ios p:oblemaé’ de orden publico, vy
viene j&stamen£e la pregudta.dei Dsctor Fernando Velés—
quez V.é Para qué- en un estatuto antiterrorista como

el expedido, si con &l o sin &l todo:va a seguir igual?




4.2. DECRETO 0181 DE ENERO 27 DE 1988

Este es' un complemento del decreto 0180 de Enero 27
de 1988 gque buscaba modificar‘ la compoéicién de los
Tribunales Supéridres de'ios:Distritos Judicial y esta-
blecer.ﬁuevas competencias fijandb al mismo tiempo qué
delitbs‘estén adscritos a su conocimiento y cual debe
ser larcomposicién‘de esos nueVoé organismos jurisdié—

cionales.

' No bastd, que el legislador hubiese establécido modifica-
ciones en cuanto a las conductas que de acuerdo al ‘decre-
to 0180 atenta contré’ia frénquilidad.y seguridad pﬁbli—
ca, contra-la libertad indiviauél y patrimonio eéonémico
y' contré los funciohariés pﬁblicos,_ hébia que 'seﬁalar
cuéles‘eran los funcionafioé c6mpetentes para investigar
y sancionar estos delitos y cual deberia ser el procedi-

miento a seguir.

Los fundaméntos 'que se utilizaron desde el punto de
visté social y politico fueron los mismos que sirvieron -.
éara la elaboracidén del estatuto Antiterrorista. Estopu-
la el hecreﬁo, la creacidén de la sola especial de juzga-
miento, en los Tribunales Suéeriores del Distrito Judi-
cial para Jjuzgar en segunda 1instancia 1los delitos de

constrenimiento ilegal, tortura, homicidio, lesiones
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personales, secuestro y'secgestro extorsivo gue se come-
ten en la persona de un Magistrado, Juez, Goberhadory
In;endente, Comisario, Alcalde, Personeros Municipaies,
o miembro principal o suplente del Congreso de lé Repu-
blica, las asambleas departamehtales, de los Concejos
intendenciales, comisariales, municipales, o del Distri-
to Especial de Bogota, Presidente de la Repiblica, ﬁrb—
curador‘Gene:al de 1la Nacién, antraldr de la Repiblica,
Ministro del Despacho, Jefe del Deparﬁamento Administra;
‘tivo, Candidéto, Dirigenté politico, Dirigente de Comi—A
té civico o-grémiai; Periédista, Profesor universitario,
.d Directivos de una organ@zaciéﬂ sindical, también cono-
‘cen de los elitos de terrorismo y"conexé)s y todos los

demas tipificados- el decreto 180 de 1988.

Las Salas dé» juzgamiento de los Tribunales sﬁperiores
ae distrito judicial estardn integrado gxn: cuatro Magié—
trados de la Corte Supremg de Justicia. |

Las Salas .especiales de juzgamientos, tendrian las fun-
cioneé establecidas en el Capitqlo 2, de la Ley 22 de
1984; borrespondela los jueces de orden publico realizar

las diligencias de investigacidn y Jjuzgamiento previo

[}

reparto de acuerdo al capitulo dos, ley 22 de 1984,
en todo aquéllo que no sea contrario a lo dispuesto

en el titulo segundo del decreto 180 de 1988.
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Los Jueces ~de vOrden publico tendran _jurisdiccién en
el territorio. del: respectivo distrito, sinl perjuicio
de ~que.fsean comisionado por el Director .NaCional de
Instruccién Criminal en casos excepqiqnaleé Yy por nece-
.sidad (hS‘orden pﬁblico.para instruir procesos en otros

distritoé diferehtes al de su sede.-

Establece el decreto que la sequnda instancia en los
procesosl'fallédos por los Jueces de orden publico se
surtird ante la sala especial de juzgamiento del respec-

tivo Tribunal Superior del Distrito Judicial.

En virtud. del decreto. 0474 de Marzo 16 ‘de 1988, 1las
Salas Especiales ;de. Ju:gaﬁ;ento desaparecieron vy ‘en
su defeéto se cred el Triburnal Especial de ofden‘pﬁbli—
co, cén juris&i:ciSn en -todo el terri£orio Nacional
y con sede en la ciudad de Bogotd, ante ellos se surtira
la segunda instancia de los procesos gque ventilen los

jeuces de orden publico. .
4.3. DECRETO 0182 DE ENERO 27 DE 1988

Los antecedentes del presente decreto lo encontramos
en hechos que fueron de conocimiento publico, y gque
' se relaciona con la fuga o ‘- liberacion fraudulenta de

personas relacionadas con grupos terroristas, se busca
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a través del decreto impedir los abusos de 1la ley para
evadir la accién. de 1la justicia, esto complementado
con: las graves alteraciones de orden publico, llevaron

al Presidente de la Replblica a consignar en este decre-

to que cuando se invoque el decreto de Hébeas Corgus;
en favor de algﬁﬁa persona- vinculada por cualquiera
- de los delitos previstos en el Decreto 180 de 1988 vy
én.la ley 30 de 1986, sewdifigiré.al Jueéz Superior del
lugar, donde. se encuentra detenida " la persoha; .guien
_dentro de las_ 12 ho;as siguieﬁteé 'inférmafé al agente
déi Ministerio' Piblico écerca de' sﬁ'céhtenidO‘y ésté
dltimo 'dispéndré de un término de 12 horas pafa eﬁitir
Conqepﬁos»por-eédrito, el cual ho ser5'obligatorio para

el Juez.

Sin embargo, ‘el Juez no podra decidir hasta tanto nos

e haya emitido.el concepto sefialado. Cuando se invoque

el derecho de Hébéas Cofpus, §or un delito diferente,
de los "indicados en el dec.reto. 180 de 15.68, y la ley
30 de_ 1986, el Juez, ante ei cual sé haya invocado,
deberd solicitar dentro de las séis horas siguientes
a los ;organismos de séguridad del Eétado le informe
si-cént%a el deteﬁido existe orden de-deténcién o senten-
cié'conaenatbria por esos delitos; si la respuesta fuere
positiva, el.Juez remitirid la peticidén al Juez Superior

a quien le corresponda por reparto, para que éste conti-
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nie el tramite previsto en este decreto:

Este decreto pretende imponer. otra. serie de limitacio-

nes en la aplicacidn del derecho de Habeas Corpus, tra-

. tdndose de evitar que esta figura juridiéa«hse conviertie-
ra en otro elemento causante de la impunidadr Un tremen-
do impacto de desaliento causd en ‘los. estrados judicia-
les y en la- sociedad colombiana la " libertad, gque un
Juez de la capital de la Republica, concediera a unos
de los narcotraficantes r‘nés. perseguid_oxs por la Jjusti-
cia, valiéndose de maniobraé f.raudulentas, que fueron
objetoé de inveétigaciénA y. de sancidn por la Jjusticia

_ pénal colombiana. -

En relacidén con las conductas delictivas, consagradas
en la ley 30 de 1986 .y el decreto-180 de 1988, qui.so
el legislador 1limitar el.poder. exclusivo que ‘tenia ‘el
Juez para reso.lverna peticrién de esta naturaleza. Es
necesario que el Juez oiga el concepto del Ministério
Piblico y no podrd decidir, hasta que el concepto no
se haya emitido. -"Se asignd esta responsabilidad a 1los

Jueces Superiores.

Siendo el delito distinto a los senalado en la Ley 30
de 1986 y el decreto 180 de 1988, se hace necesario

gue el Juez reciba dentro de las seis horas siguientes



70

infprmacién si contra el detenido existe orden de deten-

" cidén o sentencia condenatoria. por ese delito.
4.4. DECRETO 0261 DE FEBRERO 6 DE 1988

Mediante este decreto se modificaron los articulos 29

de Enero 1988, 2 y 12 del decretQA181 de 1988.

En. el articulo_29.del decreto 180 de 1988, se extendid
la proteccidén a -los Agentes del Ministerio Piblico,

los cuales no se. mencionaban en el articulo.

El articulo 2 del.decreto 181 de 1988,  se modifﬁbé,

ya que las Salas Especiales de juzgamientos de orden'
piblico .Y los Juzgados de Orden Pﬁblico,. conocerin de
los delitos constrenimiento ielgal, torfuﬁa, homicidio,
lesiones’ personales,: seCuestrb y secuestro extofsi&d,
'que se éoﬁetan en la persona del Magistrado, Juez, Agen-
te de Ministerio Publico, Gobernador, Intehdente, Comi-
sario, Alcalde, Persoﬁero o Tesoreros Municipales; o
dej un miembro principal o suplerite del Congreso de 1la
Republica, de 1las Asambleas departamenfales,- de idsl
Concejoé.'Intendénciales, de ibs Concejos ~Comisariélés
O de los Concejos Municipales o del Distrito Espepial
de Bogotd, Presidente de la Repiiblica, Procurador General

- de la Nacidén, Contralor General de 1la Repﬁﬁlica, Minis-
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Candidato, Dirigente politico, birigente de Comité Civi-
co o gfémial, - Periodistas, Prqfésbr Universitafio o
Directivo de Organizacidén sindical.

. También conqqerén esta Sala y lo; Jueces de orden pﬁbli—
co. de los delitos de ~terrorismo'y conexos y de todos

los demis tipificados en el decreto 10 de;1988.

El articulo 12 del decreto 181, modificd en el sentido .
de que ‘los fiscales especializados - serian . hombrados
por el Presidente de la Repiblica de lista que para’

tal efecto presentara el Procurador General de la Naciéq.
4.5. DECRETO 0262 DEL 6 DE FEBRERO DE 1988

Por el cual se dictan medidas conducentes al restableci-

miento del orden publico.

Podemos seflalar, que con la expedicidn de este decreto

el ejecutivo intenta controlar de manera ma$ eficaz,

el uso de Helicdpteros y avionetas, que hasta ese momen-
_ | .

to venian siendo instrumentos - de alta valoracidn, el

negocio del trafico de estupefacientes.

Tener aeronaves de este tipo, significaba para los narco-
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traficantes un medio ficil para el transporte del alca-
loide, transporte de armas y municiones, facilitar 1la
huida, poder ir y.venir de Panamd, o viajar internamente
" para realziar contactos, negociaciones, entrega de mér—
.cancia, plénes de actos terroristas, en fin todo aquel

servicio que pudieran prestar estas aeronaves.

Para nadie era desconocido gque los senores de la droga,
<+ . )

poselan estos modernismos aparatos, y que sobrevolaban

el territorio Nacional amparados por quién sabe qué?

Sin embargo el gobierno esperd que la situacidn se agudi-

zara para retomar control a 1las operaciones de estas

deronaves.

El decreto contempla primero que todo la suspension
-de las matriculas de los heliéépteros, cuyas maxcas
de utilizaqién, segin el manual de reglamentos Aeronau-
ticos, los cuales corresponde a las letras "p", "W",
y "z", los cuales deben llenar los requisitos estable-
cidos en el Reglamento del Departamento Administrativo

de Aeronatica Civil.

También seflala, que se exceptilan los distinguidos con
las letras "G", "E", "I", y para aquéllos que estuvieran
interesados en un nuevo certificado de matricula deberian

estar afiliados mediante contrato a una empresa de trans-
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. porte publico aéreo y que sus planes fueran previamente

- penales se aumentarian si tuvieran condicidn -militar

.aprobados.. .

1De esta - forma el gobiernd entraba de 1lleno zi,contfolar

estas aeronaves y también sometia al control a los pilo-

tos, copilotos, ' ingenieros de vuelo, y sus sanciones

y de autoridad piablica o- si pertenecieran a la reserva

de sequnda clase de: la Fuerza Aérea.

Igualmente estas aeronaves . se les imporie que. lleven

un libro de - vuelo, ‘en dondeAtengan'lauinformaéién.que

seﬁéla la autoridad aeroniutica. Este libro debe conte-
ner datos exactos vy réaieé, pérque de lo contrario- se

¢comete una falsedad material de documento publico.

Senala ademés que quienes cometan cualquier acto -fraudu-

lento para poder usar estos aparatos se le cancelara

la licencia y sera decomisada.

"4.6. DECRETO 0263 DEL 6 DE FEBRERO DE 1988

‘Por el cual sefdictén’medidas.ﬁenaientes al restabléci—

" miento del orden pablico.

El tridfico de estupefacientes, por via aérea era una
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de las actividades méas representafiyas, por la rapidez.
Esta era apoyada a una gran red, en donde estaban involu-
crados trabajadores: de los »aeropuertps,"entre mecani-.
cos, auxiliares de vuelos, personal administrativo,
.y pilotos. Ya se habian decomisado en dos aviones muchos

kilos de coacina, éstas eran camufladas en flores, arte-
sanias, textiles, o adheridas a - la partetmotriz O muy

bien camufladas en el compartimiento del equipaje.

Era un escidndalo internacional que én aviones de lineas
éomerciales o de cargas se. ranéportafa el alcaléide,
en donde necesariaﬁenteAteniag ﬁue parficipar nersonal
autorizado pa?a hacer: mantenimiento, a la aderonave,
o para depositar el eQuipaje, etc.

Quiso el gobiernd vigilar més las zonas aeroportuarias,
mediante el control de las 4perspnas, las aeronaves,

los equipos que se pudiesen utilizar para tal fin.

Ademds dicha medida se hacia extensiva para los pasaje-
‘"ros con propositos de inmigracidén o emigracidn, ‘tanto
nacionales como extranjeros.

Se tomaban medidas preventivas para ‘evitar la ejecucidn
de actos terroristas en los aeropuertos, la interferencia

ilicita de aeronaves y demas delitos contra la actividad
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de la aeronatica..

A ésto .habia que agreéarle los planes encaminados a
la orgénizacién del transporte de via terrestre que
condqcen'al aeropuerto.y por'ﬁltimo efa necesario ésta—
blecer cierto control coﬁ -la salida y el ingreso _ al
pais de ahimales, vegetales vy subprdductos en 1los aero;

puertos internacionales.

Esta ﬁltima medidz, ‘el gobierno lavtomaba~debidb:é los
animales que la familia Ocho Vasquez, habia inérésado
ilegalmente al pais e igualmentg Pablo Escobar G._gLos
expertos en la materia concluyen gque estos zooldgicos
eran necesarios para dguienes se dediquen al comercio
de la droga, ya gque el excremento de "los eleféntes,
hipqpétamOs, etc,. son de ‘gran contenido gquimico, y el
alcaioide» se cubre con _thos' estos desechos animal vy
eprmiten que no sea facil detectar el ilicito, por anima-
les amaéstrados, va que el fuerte olor de loe excre-

mentos se los impide.
4.7. DECRETO 0333 DEL DIA 24 DE FEBRERO DE 1988
Para hacerle un analisis a este decreto, hay que recor-

‘dar que el Decreto 1631, de 1987,iestableci6 la creacidn .

[ '
de 90 cargos de Jueces de Orden:Publico, y ahora nueva-
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judicial mientras se designan y asuman las funciones
de Orden Piblico y los Magistrados de la Sala Especial
de Juzgahiento, del respectivo Tribunal Superior, conti-
" nuardn conociendo de 1la investigacidon y fallo de 1los
delitos que se refieren los decretos 180, 181, 261 de
1988, los jueces que hasta lé fecha de eipedidién de
los mencionados decretos, tenian la respectiva competen-

cia.

- Los aseéores del Pfésidente' 1iegar9n a la conclusidn,
que para poder combafir mids a fondo 1la delincuenqia
habia que establecer 1los Juzéados de ‘Orden Publico,
para .que ellos conocieran de ciertos delitos, y 1los
cuales estaban creéiendo en la impunidad. Estos juzgados
permitirian que estos funcionarios se dedicaran exclusi-

vamente a desterrar la impunidad.
4.8. DECRETO 0334 DEL 24 DE FEBRERO DE 1988

El fin de este decreto era corregir una de las fallas
‘que se venia presentando desde hacia algun. tiempo vy
en el cﬁal se pudo detectar qué se habian establecido
Empresas de Vigilancia Privada, en distintas regiores
del Pais. Estas empresas eran -manejadas en forma oculta

por narcotraficantes, grupos subversivos y terroristas.
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Se tenian conocimiento que’ dperaba en distintas zonas
ejércitos érivados que .cuidabaq .los intereses de 1los
narqotraficantes, para la prdteccién de sus laboratorios,

de ganaderos para la vigilancia los constantes 'rbbos
.de ganado, secuestrq,_ extorsidn. Ante esta situacién
alarmante, el gobiérno quiso desmantelar todas esas
empgesas de vigilancia creadas con fines distintos a

los aprobados.

Estas compaifiias de vigilancia funcionaban para la delin-
cuencia organizada para que éstos pudiesen portar armas,
con salvoconductos y frenar crecimiento de ‘éstas, porgque

no contribuian efectivamente a la seguridad publica...
4.9. DECRETO 0474 DEL 6 DE MARZO DE 1988

Mediante este->decreto, se pretende en forma definitiva
'organiéér la jurisdiccidén de orden plublico ya que hasta
ese momento los . mecanismos de esta clase resultaban
insuficiente para la inyestigacién y sancidn de los
delitos, ademids 1la gravé alteracién de Orden Piablico
Yy lés hechos ériminales por los que atravesaba. el pais,

fueron presupuesto para expedicidon de esta norma.

Dentro de los aspectos importantes se destacan la modi-

ficacién del articulo 1, del decreto 181 de 1988, crean-
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dose el Tribunal Superior de orden publico con jurisdic-
cidén el Tribunal Superior de orden publico, con juris-
diccidn en todo el --territorio Nacional y con sede en
"Bogoté.. El Tribunal estéa .compuest,o por 12 magistrados,
dividido en cuatro salas, de trAes' Magistrados cada unas
él Tribunal de ordeén piblico, se le fijaron déterminé'—
das funciones especialmenté la de conocer la segu‘nda-‘-
instancié, de -los pr_oce.sb.s por 1los delitos sefialados
en’ los articulos .1 y 24dél decreto, que estan adsc-ritos
a conocim'i;—\__nto, en primera .instancia .de los jueces de
.oi:den ,pﬁb_lico. Lols Magiétrados, ‘del Tribunal Superior’
de Orden Pﬁblico . corresponderd la designacién de 1la
Co.r'té Suprema de Justicia, para un periodo de dos a_ﬁ_os
y apra pertenecer a &l se requiere las mismas condicio-
nes, para ser magistrado del Tribunal Superior del Dis-

trito Judicial..

La disposicidn ordena, que todos los empleados oficia-
les, estan en la ébligacién de colaborar .con los Magis-
trados de Orden Pfl_blico,.. so pena de 'perder el empleo;
las reservas no Ii)‘odrén hacerse valer respecto de los
Magistrados y Jueces de la jurisdiccidn orden piblico,
es decir; no hay réserva algun'é para la obtencidn de
documento.
|

Le correspondera a la Sala' Penal de la Corte Suprema
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"de Justicia, dirimir los conflictos de competencia que
se susciten entre 1la jurisdiccidn ordinaria y la de

orden piblico.

_Los Jueces y Magistrados, Fiscales de Orden Pﬁblico.
podran -solicitar ayuda para su proteccidon personal,

tanto para su familia y a de ellos.

El;.Ejecutivo consciente de lé, dificil situacidn que
afronta el pais, en donde los mecanismos utilizados
han sido defiéignte, para restablecer el orden pﬁblico,
se ve en la imperiosa necesidad de organizar la jufisdic—
cién‘de orden pﬁblico, en donde establece nuevas compe-
tencias y se ie. anaden otras diséosiciones tendientes

a proteger la vida y la integridad personal.

" Todas estas medidas .que adopta el gobierno se hacen
con el firme propdsito de sancioanr a los delincuentes
que busque la desestabilizacidén de 1las herramientas

democraticas.
4.10. DECRETO 0678 DE ABRIL 14 DE 1988
Estas disposiciones tienen un marco de aplicacién, res-—

tringido ya que se legisld para combatir una zona afecta-

da por las actividades delictivas la del Uraba Antioque-
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no. En esta parte del pais. se presentaron genocidius

perpetrados por grupos de antisociales.

‘en los  Municipios de Turbo y Aparatadd; gque llevaron
_a que declarara zona de emergencia y de operéciones
militares como:consécuencia.aé ellos se cred ia jefatura
miliﬁar de Urabé.Antioqueﬁo-con sede. en- Carepa, y cuya
'jurisdiccién compféndé los mgnicipios'de Turbo,;Afboief'
tes, Necoli, Apartado, Chigorodé,-MutétéLAMurindé, ViéiaA
del fuerte,ASan ﬁuan deiufuerte;ZCafepa,‘San‘Pedro de
Uraba vy Dadeiba, tanto comé el .go.b.errtédo de Antioquia
Yy loé"Alcaldeé':de estos: municipios, estaban ébligados
a prestar al Jefe Militar, 1la colaborqcién que éste
le soiici£e, encaminada a tomr. las medidas neqesarias

para restablecer el orden publico en dicha zona.

Se entregan al Jefe Militar amplias facultades incluso
la de poder Suspeﬁder o destituir, por grandes motivos
Oo. requerir a la .respecfiva autoridad, 1la destitucién
o suspensidn cuando la competencia denominadora corres-
ponda a la rama jurisdiéciopal o las corporaciones publi-
cas, a cualquier empleado. de orden departamental o muni-
cipal por negligencia en el cumplimiento de. sus deberes,
relacionado con el mantenimiento del orden publico o

por faltar al respectivo régimen disciplinario.
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La critica. sitﬁacién vivida; en esta regién colombiana,
"en_materia de orden piblico, .determind que el jefe mili-
tar, tuviera poder por'enciéa dé las autoridades civileé,

iq' cual muestra el pfoceso de deterioro vertiginoso
. de laiautoridad civil legitimamente constitﬁida y respal-

dada por la constitucidn y las leyeé Colombianas.

Se queria implementar a través .dél decreto una Junta
de normalizacidn vy rehabilitaciéﬁ, la cual no ha mostra-
do eficacia alguna, ‘'ya que la problemidtica de orden

publico sigue latente.en'el Urabé.Antioqueﬁo;
4.11. DECRETO 0769 DE ABRIL.Z26 DE 1988

Este decreto contémpla los ¢olaboradofes civiles ihmedia—
;tqs del Jefe Militar de Urabé Antioqueﬁo, son ellos:
Un delégado para la reforma agraria. Un delegado bara
las relaciones obrero patronales Y proteccién de 1la
dignidad:-humana. Un Qeedor. para 1los dereéhos humanos,
‘representantes de 1la Consejerié Presidencial para la
‘defénsa, proteccidon y promocidén de los derechos humanos.
Con es%o 'pretendia el gobierno establecer uﬂ tipo de

'coﬁtrol civil para evitar léév excesos cometidos por
los militares. Porque para nadie es secreto que ellos
tienen tendercia a extralimitarse en el ejercicio de

sus funciones y por tal, estos delegados estarian- al
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tanto d= la actuacidn militar.

Formalmente se reconocia que la problemdtica del Uraba
.Antioqueno obedecia a factores de tipo social, econdmi-
co v politico y por lo tanto, no ameritaba un exclusivo

traami=snto militar.
4,17. DECRETO 0936 DEL 17 DE MAYO DE 1988

Dado gue el Tribunal de Orden Piiblico tiene jurisdic-
cidn en todo el pais, se decretd que la posesidon de
sus 1integrantes se efectuaria ante el Presidente de

la Repiiblica.
4.13. DECRETO 2201 DE OCTUBRE 25 DE 1988

a finales del aifio 1988; la situacidn de orden pﬁblico
se tornaba muchomis érave, porque ' a los broblémas de
narcotraficanfes, la guerrilla y los grupos'paramilitéres

se agregaba un cese en general de actividades laborales,
por parte de sindicatoé;afederaciones cf confederaciones
sindicales que se movilizaron en torno a reivindicacio-
nes de cardcter econdmico Yy ekigencia por el restable-
cimiento por la paz y el orden publico. También a ellos,

habian llegado las acciones homicidas de grupos paramili-

tares especialmente las organizaciones sindicales afilia-
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. de acti&idadés, en especial 1los gue estaban al amrgen
de la ley, producian desvertebracién del Republicano
Y aféqﬁaban el funcionamiento del orden democidtico
y por .tal motivo, ﬁientras subsiste el actual Estado
e Sitio, los Sidnicatos, Federaciones o Confederagiones
Sindicales en cualquier forma al margen de ley, el cese
=to£al o parcial continuo o eScal‘onado de las activida}—
~des normales de caracter laboral o de cualquier otro
O;den, el Ministro de Trabajo y Seguridad Social previo
un tramite édminiétrativo, fiﬁado en el mismo decreto,

podra .suspender su personeria juridica.
4.14. DECRETO 2200 DEL 25 DE OCTUBRE DE 1988

Parasu expedicidn el gobiefno tuvo en cuenta los mismos
fundamentos del anterior, es decir, que el cese total
o:parcial laborales por parte de los sindicatos y demas
asociaciones obreras, eran estimulos de la subversiodn
del orden piblico, por tal razdn se elevd a la categoria
de hecho punible, 1la conducta de quien o de quienes
oréaniqen, dirijan, promuevan, fomenten o ‘estimulen
en éualquier forma al margen de la ley el cese total
o pafcial, continuo o escalonado, de 1las actividades
normales de caracter laoral o de cualquier otro orden,

mientras subsista el Estado de Sitio.

R
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La sancidén es de 30 a 180 dias de arresto gue impondran

los .Gobernadores, los"Iﬂtendentes, Comisarios y Alcal-

-des, mediante resolucidn motivada.

..E1l haber sido sancionado por este heqhb‘punible, constru-

ye justa causa para la terminacidn del céntfatd-de traba-

jo.

" Los empleados piblicos que realicen' esas acciones, serén

sancioandos de acuerdo_al. articulo .15'dé la ley 13 de

1984.

Igualmente, constituye causal 1la terminacidon de los
contratos de trabajo; y de prestacidn de servicios cele-

brados por entidades publicas del orden nacional, depar-

tamental, municipal, intendencial o comisarial, incluidas

las descentralizadas con particulares la participacidn
del trabajador sobre el contratista en las conductas

descritas anteriormente.

Para imponer esas sanciones, deberidn cumplirse un proce-

so administrativo consagrado- en los articulos 5 y 6

. de este decreto.
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5. DECRETOS CORRESPONDIENTES AL ANO 1989 .

5.1. DECRETO 1855 DE 1989

Dentro dae la crisis genefalAen el orden'pﬁblico originada
éor la accidn persistente de lds grupOS'armados y las
orgaﬁizéciones 'relaciohgaas con el ~nafcotféfico, ‘la
rama- jurisdic_:cional cumple un _papel ‘definit»ivg-) ya que
le correspOn@e -intervenir pafa procurar, mediante los
escasoé elementos que le brinda el Esﬁado-reestablecer
él'iﬁperio del derecho vulnerado, es una labor dispéndioé
sa qde requiere de graﬁdeé sacrificios si se tiene en
cuenta las Acondiciones deploﬁables en que el Estado

_tiene sumida esta importante rama del poder piblico.

Sus decisiones, respaldadas en la ley son tomadas como
acciones persecutorias por parte de los grupos desestabi-
lizadores de la paz piblica y como reaccidn se perpetran
atentados y aleves asesinatos de juecés y magistrados
creando una grave inseguridad para estos servidorésv

publicos.




Este problema lo plantea el -decreto referenciado, el
cual dentro de sus fines persigue el de crear un clima
necesario para que -se administré pronta-y cumplida justi-
cia y al mismo tiempé pretende fodear a los funcionarios
...de la Rama Jurisdiccional de todas las seguridades nece-
.sarias para el normal ejercicio de sus'funciOneéL,creando
el fondo de seguridad de la Rama Jurisdiccional ente

dotado de personeria juridica patrimonio independiente

[Ye)

y autonomia administrativa, y como establecimiento pabli-:

co adscrito al Ministerio de Justicia, para que atienda

los requerimientos que en materia de seguridad existe

"en la rama del poder publico.

Como'establecimiénto.pﬁbliéo ejecutard las apropiaciones
presupuestales asignédas-en la ley anual del presupuesto,
al Ministerio dé Justicia y.al ando Rotatorio de Justi-
cia. Su representante legal serd el Ministro de Justi-
cia. Estara sometido al control fiscal de'la Contraloria
General 'de la Republica y la-Junta Directiva la regula

el articulo 6 de este decreto.
5.2. DECRETO N® 1856 DE .AGOSTO 18 DE 1989
En lo fundamental el decreto 1856, de 1989, establéce

el decomiso de titulos valores, bienes muebles e inmue-

bles, divisas, derechos de cualquier naturaleza y en
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general  los beneficios econdmicos y efectos proveniéntgs
de 5 vinculados directa e indiréptamente a las'acfiviéa—
des de cultivo produccidn, é;macenamiento, cénserVaciéh,
\fabricacién, elaboracién, venta o suministré a cuaiqﬁier.:
titulo de marihuana, cocaina, morfina, o cﬁalquie;.dtra
sustancia -que prbduzca -depehdencia fisica .04'$i§uica
6 los>yehiculos a los demés médios de transpérté; utili—.

zados para la comisidn del narcotrafico y sentencia..

El fundamento de esta medida es el articulo 110 del
Cédigo Penal modificado pOr.el articulo’3f de la. Ley
Segqunda de 1984, que pre&scribe que "el delito wlleva
consigo la pérdida.a favor ael Estado de los instfuméntgs
que se haya cometido y de las#cosas y valores que.p;byen—
gan de su ejecucidén. - Esta disposicidn encuenﬁra su
respaldo-en las sentencias de la Hdnérable Corte Sup?éma
de'JuSticia, de fechas Agosto 3 de 1972 y Julio 3 de
1981. Por tal razbn el aecreto, faculta .a las Fuerzas
Militares y de Polic?ia y los Organismds de Seéuridad
del Estado, para qﬁe decomisen los bienes vy eféctos
.arriba mencionados provenientéSa del narébtréfico los
cuales se;én puestos a disposicién inmediata del 98§Sejo
Nacional4lde Esfupefacieﬁtes, el. cual por -reséiﬁcién
podra destinarld, provisionalmente a una entidad oficidl

o beneficio comiin, mientras el Juez dispone sobre su

destinacidén definitiva.
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Creemos que el. articulo 5 de este <iécreto _constituye
un 'flagrante violacion de 1la Constitucidén. Nacional,
e.n_lo. que se refiere a la ‘presunc'ién. de inocencia ya
qﬁe'la.norma invierte lo éue bodria lIamarse la carga
de“la.prueba, al disponer fLéiqorresponaé al sindicado
de 1la comisién' de delito de'_l'. narcotrafico y .conexos.
 Demostrar que los bieges aprehendidos O decomisados
ho'pféceden_de actividad ilicita, ni fueron ufilizados
'_enVIaAqomisién del delito". - |
; : )

El décretd; eriée elidelito;.ia conduéta'de_quien presta
Asu.noﬁbre para adqﬁirir'biéhe§ con dinero proveniente

" del delito déi narcotrafico y conexos.
5.3. DECRETO N¢ 1857 DE AGOSTO 18 DE:1989

Los grﬁpos armados, que‘luchén-pdr cambiar ellrégimen
éonstituciéﬁal o desartiéﬁlar las instituciones democfé—
ticas dé manera directa, han contribuido a agr;Var la
crisis de orden publico en el pais; Sus fines politicos
~lo quieren realizar valiéndose de la situacidn de crisis

en gue se encuentra la Nacidn.

Por tratarse, de los llamados delitoé politicos la Cohs—
titucidn y la Ley Penal Colombiana,; otorga ciertos privi-

legios y garantias y dia en el aspecto de la punibilidad



un tratamiento benigno a estas conductas delictivas.

Es asi como la Constitucién Colombiana consagra el indui—-
to y la amnistia'por delitos politiéos; El cdédigo Peﬁal,
en el a;ticulo 17, consagra la no extradicidn de colom-
 bianos por estos delitoé Y eluarticulo 127 del  cbddigo
Penal.contiéne la figura'denomihada‘ExcluSién de Pena, -
que consiste en que‘ios rebeldes-o‘sédiciosos no éuedatén
sujeto a pena por los hechos punibles comefidos enfcomQ
_baté, siéﬁpre que no conétituyan acto de ﬁerocidéd barba—

rie o terrorismo.-

Por motivo de orden pﬁblico y Estado de Sitio el Gobiérqo
éumenté la pena en el delito de rebelidén, de 5 a 9 aﬁoé

y multa de 100 a 200 salarios minimos mensuales.

"En el deéfeto>100 de 1980, la pena de 3 a 6 anos. Lé
sedicién en las mismas condiciones de Orden Pﬁblico
y Estédo de Sitio fue aumentada la pena de 2 a'8 aﬁoé
y multa de 50 a 10 salarios minimos mensuales, mientras
que el Decreto 100 de 1980 1la ﬁena era de arresto de

.6 meses a 4 anos. °

El articulo 3 del decreto 1857, suspende el beneficio
de la exclusidn de la pena previsto en el articulo 127

del Cédigo Penal y otorga facultades a los Jjueces de N




orden piiblico en primera instancia y- al Tribunal de
Orden Pﬁblico, Y en segunda, para conocer de los delitos

de rebelidn y sedicidn.

- Se suspenden transitOriamente los articulos 125 y 126

del cédigo Penal.

- 5.4, DECRETO N2 1858 DE AGOSTO 18- .

i

En la medida gue los grupos armados pretenden desestabi— 

lizar al pai§, mediante actividades"terforistas,’Ael
. ejecutivo va cubriendO‘todOS'lbs-espaciostpara que ﬁb
se logre infrementa: el detériofo de 1las instituc;ones,
dééreta unas Gi;posiciones encaminadas. a quienes adelan-
ten campafias, poiiticas con bretexto y utilice coacciones
‘'O armas para dguae determinadas personas o grupos‘voten
por determinado candidato, o:no lo~hagad, impidiéndole
el libre ejercicio del derecho de sufragio incurrira
en.prisién de 3 a 6‘aﬁos, y multa de 10 salarios minimos
legales a 50 Salarioé.' Crea competencia ademias, a

ios jueces'de orden publico yvél Tribﬁnal Especial de

Orden Pﬁblicolen segunda instancia.

Estas medidas adoptadas por el Gobierno fueron enérgicas

en vista que en varias regiones del pals los grupos

armads impedirian las elecciones y declaraban a los




habitantes de diferentes poblaciones que debian abstener-
se de votar,. y si era necesario ellos designarian cual

era el candidato a apoyar. S : -
5.5. DECRETO N2 1859 DEL 18 DE AGOSTO

5 Mediante gste decretq, se modifica el término contemplado

en él értiéulo 339 del C.P.P. ya que resulta insuficiente
.:péra ~que ;las aﬁtoridades~ investigédoras lleven a -la
cglminacién laé-averiguaciones ﬁecesarias para una cum-
plida administracidn de justicia. |

. P

Por lo tanto, mieﬂtras'exiéta turbacién del orden piiblico
y en_Estado de Sitio el Eérritorio nacional los funciona-
rios que cumplan funcioﬁes de §olicié-judicia1, en rela-
cidén con loé',deiitos de nércotréficos y conexos, asi
como lo contemﬁlado en el decreto 180/88 y demids disposi-
ciones que lo adicionan o-modifican, dispondridn de un
término de siete dias hébiles para.enviar al funcionario
de instrucciénAcompetente las diligencias a que se refie-

re el titulo 2 del libro 2, del C.P.P.

Dentro de ese término las personas retenidas permaneceran
incomunicadas y los plazos para recepcidn de indagatoria
se empezaran a contar a partir del vencimiento del expre-

sado término.

21
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5.6{ DECRETO N2 1860 DEL 18 Dr AGOSTO D 1989

Ante el ataque despediado de los narcotraficantes contra

los ‘jueces, magistrados, y demds funcionarios del Estado

.que actuaban de acuerdo a la ley y las normas penales

se hizo necesario la creacidén de instrumento que frenara

todos estos actos y fue la Extradicidn.

La Administracidén de Justicia se iba debilitando,:debido
a los éruentos Atéques por parté: ae los cérteles de
la Droga.  Se habian propuesto estos: grupos criminéles
a presionar por lado mids vulnerable, como eran los impar-
tidores de justi;ia, Era preocupante para el Gobierno
que la jusficia estuViera amenazada, y si esto era asi,

por consiguiente no habria justicia.

El Cédigo Penal de 5936 que rigid entre nosotros.hasta
el afio 1980, prohibia ex@resamente. la. Extradicidn de
Nacionales y .de-lo que éntoncés se llaméba'delincdentes
politicos |y sociales; Al expedirse .el Nuevo cdédigo

Penal decreto 100 de 1980 el cual entrd a regir en el -

‘afio 1981, se cambid el sistema, entonces de la pronibi-

cién absoluta se pasé a la permisibilidad, en donde
se puede conceder la extradicidn de Nacionales, de acuer-
do con lo previsto en los tratados publicos es decir,

que s0lo se podrad aplicar la extradicidn, cuando exista




un tratado piiblico, pero el caso de la 27 de 19'80. aproba-

._..__.toria del tratado entre Colombia y los Estados Unidos.

- Al prodﬁcirse el fallo de diciembre de 1986,_ el cual
-;décléré la inekequebilidad_de esa ultima ley aprobat&%ia
o del. tratado de extfadicién,' revivid  entonces,. lo del

:articulo 17 del. c6digo Penal que impedia en todo caso

ia-extadicién de. Nacionales. Hay que recordar el meca-
nismq.dgl mismo - tratado anteriOr, eh donde existia una

»eSpeciellde intervencidn juaicial, porque intervehia

Aia éaLa Penal_dé la tbrtelsupfema de Justicia y esto
efa eh su. mas altp nivel, bﬁeélgxistié un debate prdba—
torio, donde .la persona podia_présentar.pruebas; encaﬁi—
nadas. a demostrar que Jeneralmente se. trataba ‘de 1la
misma persona o se estaba violanao el'principio de 1la

doble incriminacidn.

Una vez se :declara la inexequibilidad del tratado de
;;~: extradiciodn, ée tuvo més de dos anos y medio, durante
las cuales el Estado no tuvo éosibilidades juridicas

de extraditar Nacionales.
»,fihfortunadamenfe durénte éée iﬁterregno, personas que
pudieron estar siendo sometidas en extradicidn, pero
que a su vez tenian procesos penales en Colombia, comen-

zando con toda esa racha de asesinatos, a Magistrados,
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Jueces, Procuradores, Ministros, Candidatos Presidencia-

Lés, homb;es pﬁbliéos, dirigentes:gremiales, periodiétas,

- catedraticos, Organ%sma' de Séguridad,’ Das, Policia,

Civiles, eté. y desesperados la parte ejeéutiva,aplica

_la extradicién por via excepcibnal, no pdr:via ordinafig
por eso el gobierno decreté' el Estado de Sitio, que

'eStablece- una extradicién por via admidistrativa, en

'la que no hay intervencidén judicial.

Este ha siao todo el.proceSo.a'través del cual se llegd
a;este mecanismo.lﬁego,'en el mdmento-en que en Colombia
existan cohdiciohes para que los jueces puédad fallar -
libremente, para qué un juez sépa queAdictar'ung orden
de captura contra algdien, no iﬁplica firmar su sentencia
de muerte, como ocurrid con el caso del Magistrado Carlos
Vaiencia, quien firma una providencia a las 4:30f de
la tarde y a las 6:30 ya estaba muerto, entonces, existen
condiciones, cuando se ‘den las posibilidades de que
los jueces pueaén'fallar sin presiones; pofque'una justi-
cia émenazada, no es justicia; cﬁandO'ée den esas condi-

ciones me parece que pierde razén de ser la extradicidn.
5.7. DECRETO N° 1893 DE 1989 AGOSTO 24

Por medio de este decreto se aspiraba a complementar

el decreto legislativo 1856 de 1989, tendiente al resta-



‘blecimiento del orden piiblico.

Los articulos del 12 al 82 fueroﬁ declarados inconstitu-

.cional por éentencia No. 78 de Octubre 3 de 1989.

Queds lo referente a que el delito establecidp en el-
articulo 6 del Decreto 1856, serda de conocimiento de
las autoridddes jurisdiccionales competentes para inves-

tigar y fallas el delito de narcotrafico y conexos.
5.8.  DECRETO 1894 DE AGOSTO 24 DE 1989

Mediante esta norma se .consagra una reserva especial
en el control automidtico de la constitucionalidad de

los decretos de Estado de Sitio.

Consaéfa, qﬁe mientras. subsista el Estado de Sitio Yy
‘la aiteracién del orden pﬁblicd; la susfanciacién de
los ésuntos constitucionalidad' de competenéié de 1la
Corte Suprema de Justicié, en los- casos del articulo
121 cofresponderé a la Sala Constitucional sin que haya

reparto.

El. control automatico de 1la constitucionalidad de Yos
" decretos de estado de sitio tendrid 31 caracter reservado,

con excepcidn de la sentencia.
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|
i
|
Las decisiones se .adoptaran. sin que haya necesidad de

indicar los nombres. de los magistrados.

|
1

La delicadé'funcién Ae los magistrados de la Corfe al
maﬁifestarsg sobre'asuntqs regulados mediaﬁte lqs meca- -
nismos del estado de sitio podian poner en peligro sus
vidas y la de sus familiés,'por eSe'mbtivo, se adoptd
la-feserva,enlaitémitaciéﬁ,

5.9.  DECRETQ 1895 DE AGOSTO 24 DE 1989

Mediante este decreto. se establecid el denominado tipo
penal de ernriquecimiento .ilicito, derivado en una u-

otra formz &e actividadrs doliztivas.

Se asignd la czmpetencia a- los jueces de orden piiblico
en primera instancita y ‘en segunda al Tribunal de orden

publico. - - .

Se queria sancionar el enriquecimiento gue se venia
"produciendo a raiz de la. intensificacién de las acciones

del gobierno-contra el narcotrafico.

El decreto sugiere también una inconstitucionalidad,

por:lo de la inversidén de la carga de la prueba.



!
|

o | T 96
Las decisliones se .a‘do'ptarén. sin que haya necesidad de

indicar los nombres.de los magistrados.

La‘delic;dé;fun¢i6n ae los magistfados de la Corfé:al
ﬁmhifesta#sé sobreféshntéslregulados mediante los meca--
nismos del eétadq aé}sitiq @odian poner en peligro sus
vidas y lafde sus familiés,fbor éSe'ﬁotivo, se.adqpté

la reserva enlz tamitacidn.

PR
e

5.9. DECRETQ 1895 DE AGOSTO 24 DE 1989

F
e

e

Mediante este decreto se establecid el denominado tipo

penal de ednriquecimiento’ ilicito; derivado en una u-
otra forma &e actividadaog delichivas.

Se asignd la =ompetencia a: los ‘jueces de orden piiblico

en primera iunstancia y 'en segunda al Tribunal de orden

plblico.

Se queria sancionar. el enriquecimiento que se venia

"produciendo a raiz de la intensificacién de las acciones
L PR ‘ :
del gobierno:contra. el narcotrafico.
E :

El decreto sugiere también una “inconstitucionalidad,
por:lo de la inversidén de la carga de la prueba.
g : :
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5.10. DECRETO 1896 DE AGOSTO 24 DE 1989

_ En'éste decreto, el gobierrno insiste sobre el cbntrol
de los medios de transporte aéreo, obligando a los Gober-
._nadoré;,'Intendenteé y Comisarios a reportar en el térmi-
. no de 15 diaé, contados a partir de la vigencia del
decreté a la Aerondutica Civil las pistas autorizadas
por la auforidad aeroniutica con ia ‘justificacidén de
la; conv?niencias pﬁblicas-de su uti}izaéién.
Se establece 'la forma.en_qﬁe.debe elabéfafse el informe.
(articulo 29) . Se 4autoriza' a ia Aeronéutica Civil;
ingtilizar con'gl apoyo de la fuerza publica, las bistas
en que se encuentren las.siguiehtes circunstandias':
|

"~ No estar autorizadas debidamente por la Aeronidutica.

- Que habiendo sido reportadas no justificaron su fun-

cionamiento.

.-~ No haber sido'reportadas por los Gobernadores, Inten-

dentes 'y Comisarios, ain estando autorizados.

" — Que habiendo sido reportados el Departamento Adminis-
trativo de Aeronautica Civil no encuentra su justifica-

cidon. .
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El propietario o explotador que usare o permitiere el
uso de pistas sn el 1lleno de 1la formalidades,legaies,
pistas inutilizadas por las autoridades, serd sancionado

con la cancelacidén del permiso.

Establece ademis el decreto otra serie de prohibiciones
que buscan fundamentalmente la pérsecucién del delito

del narcqtréfico mediante la utilizacidn de aeronaves.
5.11. DECRETO N° 1965 DE AGOSTO 31 DE 1989

ée refiere a la creainn de una cuenta'especial'creadaA
. por. el Estado para lograr la financiacién de las actiyi—
.dadeé encaminadas a lograr.el resﬁablecimiento del orden
pﬁblicok Esta cuenta espécial téndré independencia
patrimonial adminiétfativa, -contable estadistica con -

tfines de interés ptblico se llamard Cuenta Especial.

Se senalan los objetivds, se reglamentén los contratos

y las donaciones.

Se sefiala las personas que administrardn la Cuenta. Espe-
cial. ‘Se establece una Comisién Consultora y se asignan

tunciones.
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5.12. DECRETO 1966 DE 1989 DE AGOSTO 31

La crisis en 1la Administracién de Justicia se hacia
cada vez peor, ya que los narcoterroristas, guerrilla,

_ paramilitares, etc, buscaban amedrantar a la Justicia.

Los atentados a: Jueces que en esos-dias venian intensifi-
candose amenazas, a los funcionarios, a los miembros

!

de su familia, se hacia diffcil impartir Jjusticia.
Los Jueces,deﬁprden Piblico eran blancos de atentados,
antes de la muerte d_e_Galén, habian asesinado a una

Juez que habiaa,dictado una orden de captura y ahora

otro funcionario corria la misma suerte.

Ante. tal situacidén, la justicia :protesta con paros,
los Jueées Superiores;ﬂMagist;ados del Tribunal Superior,
renuncian en Bogotd, por fortuna y luego de conversacio-
nes coﬁ la Ministra. de ese entonces Mdnica ‘de Greiff

Lindo, todos se registraron a sus cargos.

El ejecutivo continda qdn ﬁniga arma, -Expedir Decretos
y Decretos-, sin que éstos lograran solucionar esa guerra
sin fin. Mediante otra disposiéién trata de:-proteger
més‘aﬁn a los miembros de la Rama Jurisdiccional - en
general y del Tribunal Superior de Orden Piublico 'un

particular, brindandoles mayorés seguridades para el
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normal ejercicio de sus funciones.

5.13.| DECRETO 2099 DE SEPTIEMBRE 4 DE 1989

La -ﬁgerte de  Luis lcariosf.Gélén, significo uno de Ios
i : : e : : -
‘mds atroces actos criminales,- realizados por 1os grupos -
violentos.: Este  impécto fue 'tan fugrte' por 'ser una
‘de las esperanzas ‘dél‘:péis, este. ﬁombre piblico hébié
upa particulafidad y era la de ser el préximé-Pregidehte
de 1la Repiblica, en dOnde.‘sé. constituia como. uno de
'ios' candidatos mas fepfeséntaﬁivos. ﬁara_ la - sdlidez- de

'las estructuras de la democracia.

‘Se atribuye el hecho a los extraditables y otros manifes-

taron que era el mismo gobierno, pero-lo real del asunto

.
i

fue que se atribuyd este homicidic a el Capo del narco-
triafico Gonzalo ‘Rodriguez Gacha, gquien habia ‘dado ' la
orden en aniquilar el hombre gue mas peligro representa-

-ba para los negociantes de ia droga.

17 dias despﬁés del magnicidio, el gobierno - emprendib
laAm%s grande.ofensiva para hallar el parade:d de estos
cabecillas de 1os carteles. Era‘copoéido qpe'él trafi-
canté éoseia'inmensas'propiedades‘en Pacﬁo,‘puebld escla-

vo en el departamento de Cundinamarca. .Se le- hallaron,

inmensas propiedades, excentricidades, igualmente, ddla-!
I N o

{
b
I
|
|
1
i
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res, oro en barras, etc.

ey
i .

El ejedﬁtivo' en uso - de sﬁs facultades legales gque le
confiere el Artic;ilo 121 ‘de- la Constitucién Nacional,

;y-‘én desarrollo. del dec:éto 1038 de 1984, establece
huevaé.dispésiciones en- las qﬁe declara zona de emergen-
cia a la‘poblacién de Pacho y ‘asigna al comandante de
la qﬁidéa tdctica con jurisdiccidén en Pacho.

Para.'naaie' eré desconocidd &he Rod:iguez Gacha, 'eré
 'el <benefabt0r del' pueblo, todo lefvpgrteﬁecia,"y- sus
6fdenes e;an.ley.eh la comarca.. Po:“édﬁsiguienté.resul—
taba dificil gue los .habitante5§.éolabor§ban» para _lq
detencidn de este sanguinario. @i
Se le asignaq funciones,.las‘cualeé estan establecidas
en el desarrollo del decreto; vy a_hhéstro modo>de ver,
~estas funciones eran peligrosas pafé un pais democrati-
co; .en dondé estos militares estdn acostumbrados al
despotismo, y a la tortura; aunque habria que agrggarle
que el gobierno previendo esta situacidn, nombrd a 1la
Comisidén de la Proteccidn § .Prqmociéh.'de los derechos

humanos.
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5.14. DECRETO 2100 DEL 14 DE SEPTIEMBRE DE 1989

Paralelamente a 1la expedicién del- decreto tendicate
al restablecimiento ‘del orden piiblico en Pacho ~-Cundina-
.marca- ‘se dicté_otro dirigido a -el Municipio de Puerts
quacé, en el departameﬁtb de Boyacd.: Hasta el momento
.Los reéﬁltadbs- contra las bandas de narcotréficanteS»
eran pdsitivas, pox;qvue sé -les seguia la pista muy de
. cerca y: era posible gue. en cuaiéuier -.momento se les

pudiera atrapar.

Era necesario para el Pfeéidente cbnﬁfblar estas =zonas,
las.éﬁales constituian basés de.las dperaciones de_estos'
poderésbs harcdtraficantes. . Las medidas de .control,
desarolladas a lo largo del decreto efan practicamente

las mismas adoptadas en Pacho -Cundinamarca-.
5.15. DECRETO 2105 DE SEVPTIEMBRE'14 DE 1989

Las secuelas qﬁe dejaban estos grupos de antisociales
dedicadés a la produccién y exportacidn de la droga,.
eran enormes. Para el gobierno era un desafio enfrentar—
sé.a estos poftentoéos clanes, ya que poseian ejércités'
bien adiestrados y equipados, en donde habian contadd
con la preparacion de mercenarios Israelies, Ingleses,

Australianos, Espanoles, etc.
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El Ejecutivo mdstraba .como érma, el mécanismo de 1la
Extradig;én, porque cada vez que ocurria un hecho de
~cierta felévancia, afirmaba ahora si los Extraditaremos.
Y- péra':combaﬁirlo dictd el  decreto legislativo 1860
~.de 1989, en el cual establece la extradicidn dé naciouna-
les y extranjerés-por'delitos dg nércotréfiéo Y ponexos;
mediante el seguimiento-de;un procedimiento de caracter

administrativo. . CeL s

. Con esfé decreto, el gobierno quis§ corregir un procedi—
& mieﬁﬁo~que le permitia a quienés se -les hubiese.ordenadé
detencidén preventiva con‘fines de%extradicién, en donde
: Eieﬁe como finalidad de.interponervaéciones contenciqSo

administrativas .contré estos actos vy _queﬂ deberan ser

a partir de este momentq personalmente y en forma exclu-

siva, ante 1la autoridad judicial_ gue deba conocer y
;esolver su actuacidn. Todq esto porque varios. de los
.eXtraditables habian interpuesto estas accioneg.mgdiante
podér conferido a un abogado, pero>coh”el actugl decre—.

to estos extraditables se veian privado de ese derecho.
5.16. DECRETO 2150 DE SEPTIEMBRE 20 DE 1989
las acciones terroristas continflan y los miembros -de

los carteles buscan apoyo, concluyen que en este momento

lo fnejor era luchar unidos vy pode:;.Lacer frente a la



1.04

‘Tgran ofensiva del grupo Elite de la Policia, los organis-
mos de éeguridad como el Das, con el General Maza Miarquez

Gémez Padilla, Janinie, etc.

. Para darle mis eficacia a esta lucha, vé la necesidad
de intensificar mds la labor iﬁvestigativa, de los deli-
tos cufo‘conocimiéntq<la habia asignado a la jurisdic- -
cidén de orden pﬁblicoy'por'io;dual, preéenta un elemento
de pr;moraiai'importancia,-facultar al Director Nacional
de . Iﬂétruccién' Criminal para asignar . ai. Conocimienté
de';os.procésos dé 6rdén publico que se estime raZéhablé—

mente debe asumir el conocimiento del asunto.

'5.17. DECRETO 2229 DE 1989 DE OCTUERE 3

Por medio de.esté:dECreto el Presidenpe-de la Republica
coﬁ las facultades que le éoﬁfiere la Constitucidn Naéio—
nal y el desarrollo del decreto 1033-de 1984, incrementa
la planta de personal del Tribunal A Superior de Orden
Piblico, entre Abogados, asesores, contadores, ingenie-
fos de sistemas y otros, los cuales podrian: p;estar
una mejor ayuda al Tribunal de Orden Piblico, los cﬁalesi
desarrollaban una labor fundamental en la"bﬁsqueda:té;i'
responsables de ios actos cometidos para desestabiliza-

cion de la democracia.
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5.18. DECRETO 2390 DEL 20 DE OCTUBRE DE 1989

En gi afan de capturar los Jefes del narcotrafico, se
. fueron encontrando bienes inmuebles, .lujosos, castillos,
casas campestres con todas las comodidades de un club,
canchas de fatbol, de golf, de tenis, piscinas, objetos
artesanales valiosos, pinturas, ~vajillas de oro, colec-
ciones.de motoéiéietas, autos, miles de cabezas de gana-
dos.. hasta un zooiégico, extensas propiedades, helicop-
' fero;; avionetés,‘armaé:sbfisticadas, equipos de comuni-
cacién de alta frecuencia}- cajas repietas _deA ddlares,
en fin eran excentricidades, peructoi<iel éubmundo de-

estos ‘seres fantasmagdricos.

El ejecutiQo dictd nuevas disposiciones para poder con-
fiscar estas propiedédes muebles e inmuebles mediante
la figura de Enriquecimiento Ilicito o el tipificado

en el articulo 62 del decreto legislativo 1856 de 1989.

De la misma forma establecid el procedimiento, la compe-
tencia, y la entrega de los bienes incautados a entidades

oficiales para su aprovechamiento.
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- CONCLUSIONES

De todo lo anterior se puede;éolegir, en forma de conclu- . -

siones, las siguientes:
L

- Es innegable que el pals afronta una. grave -crisis

‘institucional y de orden. publico, propiciada por los

grupos que luchan por derrocar el sistema, los paramili-

tares .y los narcotraficantes.

- El c&nflicto ha- alcanzado '§%éndes proporciones que
obligan a gue el ejecutivomésumaﬁél control para tratar

i

de combatirlo.

- Que la naturaleza del conflicto sugiere la toma de
medidas trascendentales, que retornen al pails por dos

caminos de la paz y de la concordia.

- Que el ejecutivo comete .un grave error, al querer

solucionar los problemas de orden publico con la imple-

mentacion de medidas contenidas en una excesiva cantidad




de decretos, los cuales resultan ser sin ninguna técnica
de redaccidn y lo que es peor, inconstitucionales, viola-
torios de las libertades -y garantias individuales vy
desqonbcédéres de los prihcipios basicos rectores, que

constituyen 1la -espina dorsal de nuestro ordénamiento

juridico penal.

- Que 1la excesiva cantidad de normas, ‘origina a el
-ciudadano inseguridad juridica, al desconocer realmente

cuc.les son sus derechos y sus limitaciones. .
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— - Que las verdaderas causas politicas, sociales y econd- °

micas, no se abocan, originando peligrosas frustraciones

que llevan al vacio muy peligrosos al pais.

r
i

- Que el pais estd reclamando profundas transformaciones

sociales y éstas quieren aguantarse colocidndoles solu-’

ciones pasajeras que terminan ahondando mas la crisis.

- Que la crisis ha sido tan intensa que arrazd con
casi todos -.los valores morales, hasta el punto, que
la vida, bien mas preciado por el hombre no tiene signi-

ficacion alguna.

- ~“Sintoma inequivoco del fracaso de 1la legislacidn

de emergencia vigente es el empeoramiento de .la crisis

“» *



que
de

van
tas

con

“ R ..

se dice conjurar, lo cual se traduce en el aumento
la impunidad y en nuevas formas delictuales, que
desde la utilizacibén de grandes_toneladas de dinami-
hasta el asesinato dentro de aeronaves como ocurfié

el candidato a la Presidencia de la Republica Carles

Pizarro Ledn Gomez.
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